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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  

 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. 

Sala Civil de Decisión 

 

Magistrada Ponente 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

 

CLASE DE PROCESO PERTENENCIA 

DEMANDANTE HUGO OSWALDO VELANDIA SOSAS 

DEMANDADO AURA MARÍA SOSA DE VELANDIA 

RADICADO 11001310302520220006901 

PROVIDENCIA Interlocutorio nro. 017 

DECISIÓN CONFIRMA 

FECHA Tres (03) de febrero de dos mil veintitrés 

(2023) 

 

1. ASUNTO 
 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra el auto de fecha 08 de junio de 2022, 

mediante el cual el Juzgado Veinticinco Civil del Circuito de 

Bogotá, rechazó la demanda formulada. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. Al interior del proceso de la referencia, la parte actora 

solicitó como pretensión principal de su demanda que se 

declare que ha adquirido por prescripción adquisitiva “el predio 

que hace parte del predio de mayor extensión, con folio de M.I 

50C-1227783 de la oficina de instrumentos públicos de 
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Bogotá”1. Para sustentar sus pretensiones, narró en el acápite 

de los hechos que ha ejercido posesión sobre el bien inmueble 

que pretende usucapir por un término superior a 10 años.  

 

2.2. El a quo inadmitió la referida demanda mediante auto 

de fecha 11 de mayo de 2022, en el cual solicitó subsanarla en 

cuatro ítems, y, especialmente en el ordinal “3”, ordenó 

aportar: “el certificado del registrador de instrumentos públicos 

que exige el artículo 375 # 5º del Código General del Proceso”2.  

 

2.3. Auto recurrido. Dentro del término legal, la parte 

demandante presentó memorial subsanando los yerros en 

comento. Por su parte, en auto del 08 de junio de 2022 el a 

quo rechazó la demanda, como quiera que al revisar el escrito 

subsanatorio advirtió que la demanda no fue subsanada en 

debida forma, específicamente consideró que: “en el presente 

asunto, el inmueble objeto de la acción se identifica con el folio 

de matrícula inmobiliaria No. 50C- 1227783; sin embargo, con 

la subsanación allegada se aportó el certificado de tradición y 

libertad correspondiente al inmueble distinguido con la 

matrícula inmobiliaria No. 50C- 232197”3.  

 

2.4. El recurso. Inconforme con esa determinación, la 

parte demandante interpuso recurso de reposición y en 

subsidio de apelación, al considerar que efectivamente 

pretende usucapir el bien inmueble identificado con folio de 

matrícula inmobiliaria 50C-1227783, el cual proviene del folio 

                                                           
1 001 EscritoDemandaanexos.pdf 
2 009 autoinadmisoriodemanda_2022-00069.pdf 
3 015 Autorechazademandaindebidasubsanación_2022-00069.pdf 
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de matrícula de mayor extensión 50C-232197. Aunado a ello, 

sostuvo que, “para el perito experto en la materia es claro y así 

lo especificó en el dictamen y avalúo que el predio, pretendido 

en Usucapión, se desprendía del de mayor extensión (50C 

232197) y ese folio género los nuevos 2 folios que son 50C-

1227783 Y 50C-1227784, como se puede ver en el numeral 3 

de la tabla de contenido del dictamen pericial que se anexó a 

la demanda. Inmuebles que se generaron de la división 

matrimonial de bienes o liquidación de la sociedad conyugal 

entre Velandia Martínez José Servando 50% y Aura María Sosa 

de Velandia, según lo anterior y con una prueba idónea y 

técnica como es el dictamen pericial para claridad del 

despacho, anexo el folio50C-1227784”. 

 

2.4. Concede recurso de apelación. En auto del 21 de 

noviembre de 2022, el Juzgado Veinticinco Civil del Circuito de 

Bogotá mantuvo incólume su decisión y concedió el recurso de 

alzada, para que la pugna fuese resuelta por esta instancia. 

 

3. CONSIDERACIONES 
 

   3.1. El recurso de apelación, tal y como es menester de 

ley, tiene por objeto que el superior jerárquico examine la 

decisión tomada en primera instancia, con el fin de revocar o 

reformar dicha decisión si es el caso, únicamente cimentado en 

aquellos reparos formulados por el recurrente apelante. 

 

Como se colige de la impugnación, el debate se centra en 

establecer, bajo la revisión del auto apelado, si el a quo decidió 

en forma legal en la providencia que rechazó la demanda de 
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pertenencia, lo cual conduciría a su confirmación o, por el 

contrario, se imponga su revocatoria o su reforma total, en 

caso de existir alguna deficiencia en la resolución impugnada.  

 

4.2. En el caso concreto, advirtió el Juzgador de 

conocimiento como causal de inadmisión y posterior rechazo 

del libelo, que la parte demandante no allegó al proceso 

certificado del registrador de instrumentos públicos del bien 

inmueble que se pretende usucapir, conforme al numeral 5° del 

artículo 375 del Código General del Proceso. 

 

En consecuencia, corresponde a esta instancia determinar si 

la decisión adoptada por la Juez de instancia de rechazar la 

demanda al no haberse subsanado en debida forma, en lo que 

atañe a la ausencia del certificado de instrumentos públicos, 

resulta ajustada a derecho.  

 

4.3. Sea lo primero resaltar que, de conformidad con el 

numeral 5° del artículo 375 del Código General del Proceso,  

establece que a la demanda deberá́ "(...) acompañarse un 

certificado del registrador de instrumentos públicos en donde 

consten las personas que figuren como titulares de derechos 

reales principales sujetos a registro. Cuando el inmueble haga 

parte de otro de mayor extensión deberá acompañarse el 

certificado que corresponda a éste".  

 

Dicho certificado, ha dicho la Sala de Casación Civil de la 

Corte Suprema de Justicia que, tiene como propósito:  
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“1.) Atestar la existencia del predio por parte del funcionario del 

registro de la propiedad inmobiliaria. 2.) Determinar quién es el 
propietario actual e informar sobre los titulares inscritos de 

derechos reales principales, a fin de estructurar el extremo pasivo 
de la demanda y respetarles el debido proceso y el derecho de 

defensa, citándolos perentoriamente al juicio. 3) El folio de 
matrícula 

medio para garantizar la publicidad del proceso, /imponer  como 
medida previa) la anotación de la medida cautelar forzosa en el 

juicio de pertenencia. 4). Es medio probatorio para determinar si el 

predio existe realmente en el mundo jurídico, e indagar por parte 
del juez, la naturaleza 

susceptible de ser ganado por prescripción. 5). Es un documento 
público que puede dar fe del registro de la propiedad, de las 
mutaciones del derecho allí contenido”. (SC3271-2020) 

 

Bajo este horizonte, delanteramente advierte la Sala que el 

Juez no incurrió en el dislate jurídico imputado, por lo cual se 

confirmará el proveído fustigado.  

 

4.4. Nótese que la pretensión del demandante en este caso 

va encaminada a usucapir el bien inmueble identificado con 

Folio de Matrícula Inmobiliaria 50C-1227783, el cual proviene 

del folio de matrícula de mayor extensión 50C- 232197.  

 

Ahora bien, se observa que en el escrito de subsanación el 

demandante aportó certificado especial de pertenencia del bien 

inmueble 50C-1227783, y certificado de libertad y tradición del 

bien inmueble 50C-232197, pretendiendo subsanar los yerros 

advertidos por el Juzgador de Instancia.  

 

Desde esta perspectiva, la Sala advierte que el certificado 

especial de pertenencia del bien inmueble 50C-1227783 

aportado, no suple la exigencia del numeral 5° del artículo 375 
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del Código General del Proceso. Y, como quiera que la parte 

actora no aportó el certificado correspondiente del bien 

inmueble que pretende adquirir por prescripción resulta 

ajustada a derecho la decisión de rechazar la demanda después 

de haber sido inadmitida. 

 

Recuérdese que, la parte pasiva de la demanda de 

declaración de pertenencia estará conformado por la persona o 

personas que aparezcan en el certificado como titulares de 

derechos reales principales sujetos a registro -propiedad, uso, 

usufructo o habitación- sobre el bien en litigio (CCons, 

sentencia C-275 de 2006), el cual se integra con las 

anotaciones del registrador que constan en el respectivo 

certificado de libertad y tradición del bien inmueble en 

contienda.  

 

En este orden de ideas, si bien es cierto que el Código 

General del Proceso dispone que cuando el predio que se 

pretende usucapir haga parte de otro de mayor extensión 

deberá acompañarse el certificado que corresponda a eśte, no 

es menos cierto que el bien inmueble 50C-1227783 tiene un 

folio de matrícula inmobiliaria individualizado, por lo cual debió 

la parte interesada aportar el certificado de dicho inmueble.   

 

Lo anterior, teniendo en cuenta ante la ausencia del 

certificado del registrador respecto del bien inmueble 50C-

1227783, el Juzgador se encuentra imposibilitado para 

determinar con certeza que el contradictorio en el libelo se 

integró en debida forma.  
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4.5. En este orden de ideas, las disquisiciones precedentes 

demuestran con suficiencia que resulta ajustada a derecho la 

decisión del a quo de rechazar la demanda, al no haberse 

subsanado en debida forma, motivo por el cual se confirmará 

la decisión tal como se anticipó.  

 

4. DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C. – Sala Civil, 

 

RESUELVE 

 

 PRIMERO: CONFIRMAR el proveído recurrido de 

conformidad con las consideraciones que anteceden.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase lo actuado al 

Despacho de origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

Magistrada 
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Exp.: 027201900201 01 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Rad. 027201900201 01 

 

Se INADMITE el recurso de apelación que la parte demandante interpuso 

contra el auto de 3 de agosto de 2022, proferido por el Juzgado 27 Civil del 

Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia, por haberse 

presentado en forma extemporánea.  

 

En efecto, si esa providencia se notificó por estado al día siguiente (4 de 

agosto)1, es claro que el término de tres (3) días para impugnar esa decisión, 

según lo dispuesto en el inciso 2º del numeral 1º del artículo 322 del CGP, 

venció el 9 de agosto de ese año, lo que significa que el recurso presentado 

el 6 de septiembre2 no es tempestivo.  

 

Por secretaría, devuélvase el expediente al juzgado de origen.  

NOTIFÍQUESE 

                                                 
1 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35213861/117181791/estado+132+04-08-
2022.pdf/c85b9247-627d-4ef4-a943-4e1903c5fe7a  
2  Cuaderno de primera instancia, carp. C001, pdf. 07Recurso, p. 3 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35213861/117181791/estado+132+04-08-2022.pdf/c85b9247-627d-4ef4-a943-4e1903c5fe7a
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/35213861/117181791/estado+132+04-08-2022.pdf/c85b9247-627d-4ef4-a943-4e1903c5fe7a


Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 3004e23f370279a0b276b939d7b725f31dd1158009be4a898c93a12449d36a79

Documento generado en 06/02/2023 12:59:42 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D.C. 
 

 

 

 

SALA CIVIL 

 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada Ponente 
 

 

Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Ordinario 
Radicado N°:   11001310303220150007001 
Demandante:    Gustavo Alberto Puerta Muñoz y otra 
Demandado:  Saín Aguirre 

 
 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, en providencia dictada el 3 de octubre de 2022, por la 

cual dispuso casar parcialmente la sentencia proferida por esta Corporación 

el 28 de octubre de 2019. 

 

Como quiera que la competencia de esta Sala se agotó al proferir la decisión 

que resolvió el recurso de apelación contra la sentencia de primer grado, y 

no existiendo decisiones y trámites pendientes, se ORDENA la 

DEVOLUCIÓN del expediente al Juzgado de origen dejando las respectivas 

constancias. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 
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Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Verbal 
Radicado N°:   11001310303220190019501 
Demandante:    Carol Andrea González Casas y otros 
Demandado:  Fundación Santa Fe de Bogotá 

 
 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, en providencia dictada el 8 de octubre de 2021, por la 

cual dispuso declarar desierto el recurso de casación interpuesto por la parte 

demandante.   

 

Como quiera que la competencia de esta Sala se agotó al proferir la decisión 

que resolvió el recurso de apelación contra la sentencia de primer grado, y 

no existiendo decisiones y trámites pendientes, se ORDENA la 

DEVOLUCIÓN del expediente al Juzgado de origen dejando las respectivas 

constancias. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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República de Colombia 

Rama Judicial 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SALA  CIVIL 

 

 
Radicación: 110013103032-2021-00148-03 

Demandante: Iván Alfredo Alfaro Quevedo  

Demandado: Jairo Humberto Becerra y otros  

Proceso:  Verbal 

Trámite:  Apelación sentencia – auto 

 

Bogotá, D. C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el memorial de la parte demandante, por el cual descorrió el traslado 

de la sustentación de la apelación contra la sentencia de primera instancia 

(pdf 10 cuad. Tribunal), se dispone:  

 

1. Denegar la solicitud de declarar desierto el recurso contra la 

sentencia de primera instancia, toda vez que así el memorial de 

sustentación pueda tener los defectos calificados por dicha parte como 

farragoso, redundante o repetitivo y con errores de ortografía (pdf 07 

ídem), lo cierto es que expresa reproches contra la providencia apelada, 

como puede verse en varios apartes relacionados con la valoración 

probatoria, en especial respecto a la apreciación del contrato de 

compraventa de cartera aportado con la contestación a la demanda y los 

interrogatorios de parte, aunado a múltiples referencias a la normatividad 

que en su opinión debe aplicarse. 

 

2. En cuanto a la petición de excluir los argumentos de prescripción de 

la acción declarativa, agotamiento del requisito de procedibilidad, objeto 

ilícito-doloso y subrogación aludidos en la sustentación de la apelación, 

debido a que son temas que no fueron objeto de reparo al momento de 

interponer el recurso, adviértese prematuro decidir ahora sobre el 

particular, pues tal cuestión debe analizarse con más detalle por la Sala de 

Decisión, al momento de evaluar el contexto de la sentencia apelada, así 

como el recurso de apelación.  



     República de Colombia 
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3. Denegar compulsar copias a la Comisión Seccional de Disciplina 

Judicial de Bogotá, por la conducta procesal del apoderado de la parte 

demandada, en tanto que no se cuenta con elementos de juicio para 

considerar la posible vulneración de las normas de ética forense, sin 

perjuicio de que el demandante pueda hacerlo si así lo estima. 

 

Vuelva el expediente al despacho para sentencia. 

 

Notifíquese.  

 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

 



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D.C. 
 

 

 

 

SALA CIVIL 

 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada Ponente 
 

 

Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Verbal 
Radicado N°:   11001310303620190022301 
Demandante:    Nayibe Quintero Moreno 
Demandado:  Miguel Alberto Betancourt Ochoa y otros 

 
 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por la Sala de Casación Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, en providencia dictada el 16 de diciembre de 2021, por 
la cual dispuso declarar bien denegada la concesión del recurso de casación 
interpuesto por la parte demandante, frente a la sentencia del 15 de 
septiembre del mismo año.  
  
Como quiera que la competencia de esta Sala se agotó al proferir la decisión 
que resolvió el recurso de apelación contra la sentencia de primer grado, y 
no existiendo decisiones y trámites pendientes, se ORDENA la 
DEVOLUCIÓN del expediente al Juzgado de origen dejando las respectivas 
constancias.  
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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Ejecutivo 
Demandante: Sonia Yamhure Kattah  
Demandados: Acción Sociedad Fiduciaria S.A. y otros   
Exp. 039-2022-00005-01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

MAGISTRADO PONENTE:  

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

 

Bogotá D.C., seis de febrero de dos mil veintitrés   

 

Decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto contra el 

auto proferido el 19 de mayo de 2022 por el Juzgado Treinta y 

Nueve Civil del Circuito de esta urbe, repartido a este despacho el 

9 de noviembre de 2022. 

  

ANTECEDENTES  

 

1. Sonia Yamhure Kattah demandó a Acción Sociedad Fiduciaria 

S.A. en nombre propio y como vocera del Fideicomiso 

Loteparqueo Antiguo Country, a La Trocha SAS, a Proyecto 

Basika 86 SAS en liquidación, a Pali Trocha SAS en liquidación, 

Paladin Realty Colombia SAS y a Paladin La Trocha Investors 

(Colombia) con el propósito de que se le ordene suscribir las 

escrituras públicas por medio de las cuales se protocolice la 

transferencia de dominio de los apartamentos 706 y 802 del 

Proyecto Básika 86, situado en la carrera 18 # 86 A – 40 de esta 

urbe; el levantamiento de las hipotecas que reposan sobre 

aquellos y la “entrega real de las áreas privadas construidas”; la 

ejecución del laudo arbitral proferido el 7 de mayo de 2018 y el 

pago de perjuicios por el retardo en el cumplimiento de la 

obligación de entregar materialmente los inmuebles.  
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2. La petición anterior, fue denegada porque no se allegaron los 

contratos ni el laudo arbitral con los que, se alegó, se conformaba 

el título ejecutivo complejo, decisión contra la que formuló 

recursos de reposición y subsidiaria apelación fundados en que la 

demanda fue presentada con todos los anexos enlistados en el 

acápite correspondiente, resaltando que en caso de que no se 

hubieran encontrado debió hacerse uso de la inadmisión para que 

se le brindara la oportunidad de aportar tales documentales.  

 

3. El juez de primer grado mantuvo la negativa de la orden de 

apremio por cuanto: i) no era procedente incorporar en el 

momento de la reposición las pruebas echadas de menos; ii) la 

copia del laudo arbitral carece de efectos vinculantes al no 

haberse expedido la constancia de su ejecutoria; iii) no se 

demostró el cumplimiento de los compromisos a cargo de las 

beneficiarias y, además, iv) se demandó a personas jurídicas que 

no aparecen suscribiendo ninguno de los convenios citados. Acto 

seguido, concedió la alzada que se pasa a resolver conforme las 

siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuesto sine qua non para el trámite de un proceso de 

ejecución es la existencia de un título coactivo, esto es, un 

documento contentivo de una obligación clara, expresa y exigible, 

proveniente del deudor y que tenga pleno valor probatorio en su 

contra, de tal suerte que probada la existencia de una obligación con 

estas características, a la que sólo le falta su cumplimiento, al que 

se aspira con la orden judicial que al efecto expida la autoridad 

judicial, se logra la realización del derecho cierto.  
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2. Dichos títulos coactivos han sido objeto de muchas definiciones, 

partiendo de la más simple que señala que es el que conlleva 

ejecución, hasta aquellas complejas que resaltan sus elementos 

existenciales de carácter formal y sustancial; igualmente han sido 

prolijamente clasificados, encontrando dentro de ellos, los judiciales, 

los contractuales, los unilaterales, los administrativos, los simples, 

los complejos, constituyendo estos últimos aquel grupo que no 

logran plenitud en un solo escrito y, por el contrario, se requiere su 

integración con otros documentos o pruebas ligados entre sí y 

solamente con esta unidad puede tornarse en título ejecutivo, en la 

medida que cumplan los requisitos del 422 de la legislación civil 

adjetiva, pensamiento aplicable al caso bajo examen, pues para la 

ejecución deprecada se requiere del adosamiento de varios 

documentos mediante los que se determine el momento a partir el 

cual se hizo exigible la obligación. 

 

3. De otra parte, el débito con las características que describe el 

precitado canon adjetivo puede estar contenido en un escrito único, 

como también en un juego documental que analizado en conjunto 

demuestre la presencia de un adeudo claro, expreso y exigible, lo 

que implica que el juez, al examinar el título que el demandante 

aduzca, si concluye que este reúne las exigencias legales, le 

ordene al demandado que cancele la obligación que 

compulsivamente se cobra, en franco e inmediato reconocimiento 

del derecho recogido en la pretensión, aspecto que en los demás 

procesos sólo se practica en la sentencia, en tanto que el auto 

admisorio de la demanda que allí se profiere, es de estirpe 

puramente formal, tratamiento que reclama del funcionario un 

control más estricto en torno al fondo de la providencia a dictar, 

constatando la concurrencia de las precisas exigencias que se 

predican del título ejecutivo, a través de la exhibición de una 
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unidad documental oponible al demandado, con valor de plena 

prueba contra él y que, se repite, sea contentiva de una obligación 

clara, expresa y exigible. 

 

4. En aras de dirimir la inconformidad invocada comporta resaltar 

que para el 13 de enero de 2022, data en la que ingresó el 

expediente por primera vez al despacho de conocimiento, no se 

advirtió el problema técnico de los anexos que se habían 

enunciado con la demanda, omisión que existiera 

pronunciamiento para negar el mandamiento de pago sin dar 

aplicación a lo previsto en el artículo 89 del Código General del 

Proceso, que impone al secretario del despacho el deber de 

verificar “[…] la exactitud de los anexos anunciados, y si no 

estuvieren conformes con el original los devolverá para que se 

corrijan […]”, función que de haberse ejecutado hubiese permitido 

el estudio integral del petitum y con ello garantizar los derechos 

de todos los sujetos incursos en la controversia.  

 

Sobre el particular, no resultaba suficiente la constancia 

secretarial rendida el 25 de mayo de 2022 en la que el asistente 

judicial informó que “[…] no cargó un archivo con la secuencia 

número 328 pero los otros documentos a que hace referencia el 

apoderado en ningún momento fueron aportados […]” ya que 

además de ser posterior a la negativa de librar mandamiento se 

aparta abiertamente de función secretarial relacionada con la 

verificación de los anexos enlistados por el interesado.  

 

5. Sin perjuicio de lo expuesto, de escrutar el material acopiado y 

analizado por el juez de primer grado al resolver el recurso 
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horizontal, se concluye que los demás defectos allí referenciados 

justifican la negativa atacada, en consonancia con estas reflexiones:  

 

5.1. En lo que dice relación con la obligación de suscribir 

documentos téngase en cuenta que en los contratos de 

vinculación suscritos entre Acción Sociedad Fiduciaria S.A., La 

Trocha S.A. y la beneficiaria de área se estipuló, entre otros 

aspectos, que “[…] una vez entregados por (los beneficiarios) de 

área la totalidad de los recursos a que se obligan en el 

cronograma de aportes contenido en la primera página del 

presente documento, y terminado por el fideicomitente el 

proyecto, les será transferido el dominio y la posesión a título de 

beneficio del área mencionada en la primer página del presente 

documento, transferencia que les hará Acción como vocera de El 

Fideicomisolote (sic) en su oportunidad […]”.  

 

 5.2. A su turno, en el acuerdo de entrega material de 

inmuebles, en cuanto a la suscripción de las escrituras públicas se 

concertó que ello tendría lugar el 14 de octubre de 2016 en la 

Notaría Setenta y Tres del Circulo de Bogotá a las 10:30 a.m., de 

donde se concluye que de lo convenido por las partes se impuso 

a cargo de la demandante obligaciones cuyo acatamiento debe 

acreditarse para que pueda sentarse la existencia de un título 

ejecutivo contra las encartadas, toda vez que como beneficiaria 

de área aceptó cancelar la totalidad de las cuotas estipuladas, 

asumir después de la entrega de los bienes los gastos inherentes 

a la tenencia de los mismos -incluido el pago de impuestos 

prediales- y también asistir el 14 de octubre de 2016 a las 10:30 

a.m. a la Notaría Setenta y Tres del Circulo de Bogotá, respecto 

de los que no se acreditó su cumplimiento.  
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5.3. Lo anterior, obsta para que se abra paso al 

mandamiento pretendido “[...] porque sólo así existiría plena 

prueba del derecho y su exigibilidad. De otra manera la obligación 

no sería clara, cierta y expresa, que son requisitos indispensables 

para que exista título ejecutivo y sin los cuales el acreedor 

necesita recurrir primero a un proceso ordinario de condena […]”1. 

 

5.4. Ahora bien, frente a la pretensión dirigida a que se 

reconozcan “perjuicios moratorios” perdió de vista el censor que 

conforme lo concibe el artículo 426 del Código General del 

Proceso, cuando se ejecuten obligaciones de dar o hacer “[…] el 

demandante podrá pedir, conjuntamente con la entrega, que la 

ejecución se extienda a los perjuicios moratorios desde que la 

obligación se hizo exigible hasta que la entrega se efectúe […]”, 

texto al que tampoco se dio cumplimiento por cuanto la liquidación 

se basó en la “demora en la entrega” de los apartamentos 706 y 

802 del Proyecto Básika 86, respecto de los que se suscribió el 

acuerdo de entrega material de los inmuebles el 14 de abril de 

2016 y que no tiene relación alguna con la suscripción de las 

escrituras públicas de transferencia de dominio.       

 

6. Finalmente, si lo pretendido era ejecutar la sentencia emitida 

por el Tribunal Arbitral calendada 7 de mayo de 2018, conforme lo 

previene el numeral 3 del artículo 114 “[…] las copias de las 

providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo 

requerirán constancia de su ejecutoria […]” misma que no obra en 

las documentales que se presentaron al momento de interponer el 

recurso de reposición y subsidiaria apelación, omisión que impide 

que se obtenga su exigibilidad por sí misma.  

                                                 
1 Devis Echandía, Hernando. El proceso Civil. Parte Especial. Editorial Dike. Bogotá. Séptima Edición. 1991. P. 835. 
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7. Además de lo analizado, fracasa la orden compulsiva por cuanto 

la activante citó a trámite a una persona jurídica extranjera 

denominada Paladin La Trocha Investors (Colombia) sin que se 

anexaran las pruebas de representación señaladas en el artículo 58 

del estatuto procesal civil, la que al igual que las empresas Paladin 

Realty Colombia S.A.S. y Palitrocha S.A.S. – en liquidación, no 

hicieron parte ni del conflicto resuelto por el Tribunal de Arbitramento 

ni de los convenios de vinculación, siendo del caso confirmar el 

proveído impugnado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Bogotá D.C., en Sala Civil de decisión, 

 

RESUELVE 

 

CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia anotadas.  

 

Notifíquese, 

  

 

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

Magistrado 

Rad. 11001310303920220000501 

Firmado Por:

Luis Roberto Suarez Gonzalez

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,



conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: b37a7c781115f9ae24e2579f3d21ae2bc6a7a96a5d48ab91001f4e6195a1f927

Documento generado en 06/02/2023 01:14:10 PM
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., seis de febrero de dos mil veintitrés   

 

Teniendo en cuenta que la apoderada del extremo demandante allegó 

solicitud de terminación del proceso por transacción, se corre traslado 

del escrito que la contiene por el lapso de tres (3) días en 

cumplimiento de lo previsto en el artículo 312 del Código General del 

Proceso.   

 

Notifíquese. 

 

 

LUIS ROBERTO SUÁREZ GONZÁLEZ 

Magistrado 

 

 

Firmado Por:

Luis Roberto Suarez Gonzalez

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 17e4dcc2635898f1b7ad7d3a62f460a63d5be71a41df5e2787e9a885d732359a

Documento generado en 06/02/2023 01:13:45 PM
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Para: 2 GRUPO CIVIL <2grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR. SUAREZ GONZALEZ 


Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 1 de febrero de 2023 8:29 a. m.

Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: lilia constanza restrepo barrero <restrepe29@hotmail.com>

Asunto: RV: REF . DIVISORIO No. 2019-0042 DEMANDANTES IGNACIO MARTINEZ CORREA Y ESTEBAN MARTINEZ
CORREA CONTRA DIANA MARIA RAMIREZ CORREA Y MARIA STELLA RAMIREZ CORREA .
 
Cordial saludo,

Se remite por competencia a OSCAR CELIS FERREIRA - SECRETARIO JUDICIAL DE LA SALA
CIVIL, cualquier inquietud sobre su proceso debe dirigirla al correo
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

Margarita Mendoza Palacio

Secretaria Administrativa de la Sala Civil
Tribunal Superior de Bogotá
(571) 423 33 90 Ext. 8352
Fax Ext.: 8350 – 8351
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Avenida Calle 24A No. 53-28, Of. 305 C
Bogotá D.C.​
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De: Juzgado 42 Civil Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <ccto42bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 1 de febrero de 2023 8:15

Para: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: lilia constanza restrepo barrero <restrepe29@hotmail.com>

Asunto: RV: REF . DIVISORIO No. 2019-0042 DEMANDANTES IGNACIO MARTINEZ CORREA Y ESTEBAN MARTINEZ
CORREA CONTRA DIANA MARIA RAMIREZ CORREA Y MARIA STELLA RAMIREZ CORREA .
 
Buen día,

Se remite el correo anterior para su conocimiento.

El radicado del tribunal es 11001310304220190004201

El Magistrado asignado es el Dr. Luis Roberto Suarez Gonzalez.

 REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

   JUZGADO CUARENTA Y DOS (42) CIVIL DEL CIRCUITO
CARRERA 10ª N° 14-33- Piso 13° TELÉFONO 2 82 46 79 BOGOTA D.C.

Email: ccto42bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: lilia constanza restrepo barrero <restrepe29@hotmail.com>

Enviado: martes, 31 de enero de 2023 17:58

Para: Juzgado 42 Civil Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <ccto42bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
estebanmartinez3eb@hotmail.com <estebanmartinez3eb@hotmail.com>

Asunto: REF . DIVISORIO No. 2019-0042 DEMANDANTES IGNACIO MARTINEZ CORREA Y ESTEBAN MARTINEZ
CORREA CONTRA DIANA MARIA RAMIREZ CORREA Y MARIA STELLA RAMIREZ CORREA .
 
SOY LILIA CONSTANZA RESTREPO BARRERO C.C. No. 41.716.903 DE BOGOTA TITULAR DE LA TARJETA
PROFESIONAL No. 23.570 DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA
COMO APODERADA DE LOS DEMANDANTES IGNACIO MARTINEZ CORREA Y ESTEBAN MARTINEZ CORREA
DENTRO DEL PROCESO EN REFERENCIA REMITO ESCRITO EN FORMATO
PDF SOLICITANDO LA TERMINACION DEL PROCESO POR  CONCILIACION CELEBRADA EL 13 DE DICIEMBRE
DE 2.022 ANTE CONALBOS  DE LA QUE  SE ANEXA COPIA  ROGANDO 
IGUALMENTE SE LEVANTE LAS MEDIDAS CAUTELARES INSCRITAS Y SE OFICIE A LA SECUESTRE PARA QUE
CESEN SUS FUNCIONES QUEDO ATENTA A SUS INSTRUCCIONES .-
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República de Colombia 

Rama Judicial 

  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL 
 

Bogotá, D.C., seis (06) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 
 

MAGISTRADO PONENTE    : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

RADICACION                       : 11001 31 030 44 2017 00149 01 

PROCESO                             : EJECUTIVO 

DEMANDANTE                    : INVERGRAN S.A.S.   

DEMANDADO                      : JHON BERMÚDEZ BOLIVAR  

ASUNTO                              : RECURSO DE APELACIÓN AUTO 
 

Se decide la alzada interpuesta por el extremo ejecutante, en 

contra el proveído proferido el veinte (20) de mayo de dos mil veintidós 

(2022), proferido por el Juzgado Cuarenta y Cuatro Civil del Circuito de 

Bogotá, al interior del proceso de la referencia. 

 

ANTECEDENTES: 

 

1. Mediante el auto confutado, la directora del proceso procedió 

a modificar la liquidación del crédito presentada por la parte actora, lo que 

trajo como consecuencia su aprobación en la suma de $118’197.602,04; 

cálculo que soportó en el estado de cuenta que forma parte del citado 

pronunciamiento judicial.1 

 

2. En desacuerdo con tal determinación, el convocante formuló 

recurso de apelación, aduciendo que el cálculo de los intereses moratorios 

presentado por dicho extremo procesal es el correcto y no el efectuado por el 

estrado de cognición, dado que, en su opinión, éstos se tasaron “(...) con una 

tabla de valores referente a los intereses de plazo, es ahí donde se encuentra la 

diferencia por valor de $34’122.141,09. Frente a los demás conceptos anotados (...) 

en su liquidación estamos conformes.”  

 

3. Concedida la alzada formulada, se remitieron las diligencias a 

este Tribunal, a fin de dar solución a la misma, con soporte en las siguientes,     

 

 

                                           
1 PFD 48, expediente escaneado. 
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CONSIDERACIONES 

 

1. Delimitado como se encuentra el escenario dialéctico, desde 

ya se anticipa la confirmatoria de la decisión adoptada por el Juzgado de 

primera instancia, por las razones que a continuación pasan a esbozarse:  

 

1.1. Según lo ajustado en el pagaré N° 003, báculo de este 

compulsivo, la parte ejecutada se comprometió a pagar “intereses de mora a 

la máxima tasa autorizada por la ley”,2 compromiso instrumentado que 

respaldó la pretensión de la ejecutante y el consecuente mandato ejecutivo 

dictado por el juez, tras ordenar el pago de los intereses moratorios 

guardando dicho condicionamiento, aspecto sobre el cual no asoma 

incertidumbre alguna y tampoco ha sido objeto de controversia por los aquí 

enfrentados. 

 

1.2. Partiendo del antelado contexto cambiario, al contrastar el 

estado de cuenta de la parte actora con el realizado por la funcionaria a 

quo, se advierte que la diferencia que viene reclamando el apelante no 

radica en la aplicación de un determinado índice reditual –como se sostiene 

en la alzada interpuesta-, sino en el monto de $6’483.036,oo, que por 

“intereses de plazo” el ejecutante ha calculado desde los albores de la 

liquidación presentada; intereses que, a decir verdad, no se encuentran 

reconocidos en el mandato coactivo y mucho menos en la sentencia que 

ordenó seguir adelante con la ejecución, circunstancia que, sin duda, 

repercute en la amortización de los abonos, el capital debido y, en general, 

en todo el ejercicio aritmético con el cual se buscó actualizar el crédito 

cobrado en el presente compulsivo. 

 

1.3. Y si se miran con mayor detenimiento las cosas, al 

liquidarse la obligación de acuerdo con los parámetros establecidos en la 

orden de apremio, como puede evidenciarse en el balance realizado por 

este Tribunal -el cual hace parte de la presente providencia-, se advierte 

que el saldo a pagar corresponde al mismo valor que la funcionaria tuvo en 

cuenta para modificar el estado de cuenta en la providencia rebatida, el 

cual, para mayor ilustración, se sintetiza de la siguiente forma: 

 

                                           
2 Folio 11. PDF 01DemandaPoderAnexos, expediente escaneado. 
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1.4. Puestas así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que no 

hay razones jurídicas válidas para entrar a revocar la providencia rebatida, 

toda vez que la liquidación elaborada por el Despacho de conocimiento 

atendió lo ordenado en el mandamiento ejecutivo, así como en la sentencia 

proferida.  

 

No se impondrá condena en costas en este trámite, por no estar 

comprobada su causación. (Regla 8ª, artículo 365 del C. G. del P.). 

   

En mérito de lo así expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Santafé de Bogotá, D.C., RESUELVE: 

 

PRIMERO.- CONFIRMAR la providencia de fecha y origen 

anotados.  

 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

 

TERCERO.- Una vez cobre ejecutoria esta providencia, devolver 

el expediente digital al estrado de origen. 

 

  NOTIFÍQUESE,  
 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado 

 

Capital  $109’496.797,oo 

Intereses de Mora:  $67’007.175,04 

Subtotal Obligación: $176’503.972,04 

Abonos: $58’306.370,oo 

Saldo a Pagar: $118’197.602,04 

Firmado Por:

Juan Pablo Suarez Orozco

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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Rama Judicial del Poder Público

Consejo Superior de la Judicatura

Tribunal Superior de 

Bogotá D.C

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ - SALA CIVIL - DESPACHO 09
MAGISTRADO:    DR. JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO
RADICACION:      044-2017-00149-01
DEMANDANTE :  INVERGRAN SAS
DEMANDADO:    JOHN BERMÚDEZ BOLÍVAR

Fecha 

inicial
Fecha final

Número de 

días

Tasa Efectiva 

Corriente 

Anual

Tasa Efectiva 

moratoria Anual

Tasa Moratoria 

Diaria
Capital Interés moratorio

Total interés 

moratorio
abonos Subtotal 

12/01/19 31/01/19 20 19,16% 28,740% 0,0692% $ 109.496.797,00 $ 1.516.228,39 $ 1.516.228,39 $ 0,00 $ 111.013.025,39

01/02/19 28/02/19 28 19,70% 29,550% 0,0710% $ 109.496.797,00 $ 2.175.440,28 $ 3.691.668,67 $ 0,00 $ 113.188.465,67

01/03/19 31/03/19 31 19,37% 29,055% 0,0699% $ 109.496.797,00 $ 2.372.896,53 $ 6.064.565,20 $ 0,00 $ 115.561.362,20

01/04/19 30/04/19 30 19,32% 28,980% 0,0697% $ 109.496.797,00 $ 2.291.116,13 $ 8.355.681,33 $ 0,00 $ 117.852.478,33

01/05/19 31/05/19 31 19,34% 29,010% 0,0698% $ 109.496.797,00 $ 2.369.650,99 $ 10.725.332,32 $ 0,00 $ 120.222.129,32

01/06/19 30/06/19 30 19,30% 28,950% 0,0697% $ 109.496.797,00 $ 2.289.021,14 $ 13.014.353,46 $ 0,00 $ 122.511.150,46

01/07/19 01/07/19 1 19,28% 28,920% 0,0696% $ 109.496.797,00 $ 76.230,86 $ 13.090.584,32 $ 22.000.000,00 $ 100.587.381,32

02/07/19 31/07/19 30 19,28% 28,920% 0,0696% $ 100.587.381,32 $ 2.100.845,60 $ 2.100.845,60 $ 0,00 $ 102.688.226,92

01/08/19 31/08/19 31 19,32% 28,980% 0,0697% $ 100.587.381,32 $ 2.174.851,60 $ 4.275.697,20 $ 0,00 $ 104.863.078,52

01/09/19 29/09/19 29 19,32% 28,980% 0,0697% $ 100.587.381,32 $ 2.034.538,59 $ 6.310.235,79 $ 0,00 $ 106.897.617,11

30/09/19 30/09/19 1 19,32% 28,980% 0,0697% $ 100.587.381,32 $ 70.156,50 $ 6.380.392,30 $ 6.483.037,00 $ 100.484.736,62

01/10/19 30/10/19 30 19,10% 28,650% 0,0690% $ 100.484.736,62 $ 2.081.374,59 $ 2.081.374,59 $ 0,00 $ 102.566.111,21

31/10/19 31/10/19 1 19,10% 28,650% 0,0690% $ 100.484.736,62 $ 69.379,15 $ 2.150.753,75 $ 2.000.000,00 $ 100.635.490,36

01/11/19 30/11/19 30 19,03% 28,545% 0,0688% $ 100.484.736,62 $ 2.074.626,45 $ 2.225.380,19 $ 0,00 $ 102.710.116,81

01/12/19 30/12/19 30 18,91% 28,365% 0,0684% $ 100.484.736,62 $ 2.063.045,40 $ 4.288.425,59 $ 0,00 $ 104.773.162,21

31/12/19 31/12/19 1 18,91% 28,365% 0,0684% $ 100.484.736,62 $ 68.768,18 $ 4.357.193,77 $ 1.500.000,00 $ 103.341.930,39

01/01/20 31/01/20 31 18,77% 28,155% 0,0680% $ 100.484.736,62 $ 2.117.830,80 $ 4.975.024,57 $ 0,00 $ 105.459.761,19

01/02/20 29/02/20 29 19,06% 28,590% 0,0689% $ 100.484.736,62 $ 2.008.268,54 $ 6.983.293,12 $ 0,00 $ 107.468.029,73

01/03/20 30/03/20 30 18,95% 28,425% 0,0686% $ 100.484.736,62 $ 2.066.907,54 $ 9.050.200,66 $ 0,00 $ 109.534.937,28

31/03/20 31/03/20 1 18,95% 28,425% 0,0686% $ 100.484.736,62 $ 68.896,92 $ 9.119.097,58 $ 1.600.000,00 $ 108.003.834,20

01/04/20 30/04/20 30 18,69% 28,035% 0,0677% $ 100.484.736,62 $ 2.041.771,34 $ 9.560.868,92 $ 0,00 $ 110.045.605,54

01/05/20 31/05/20 31 18,19% 27,285% 0,0661% $ 100.484.736,62 $ 2.059.657,72 $ 11.620.526,65 $ 0,00 $ 112.105.263,26

01/06/20 30/06/20 30 18,12% 27,180% 0,0659% $ 100.484.736,62 $ 1.986.396,81 $ 13.606.923,45 $ 0,00 $ 114.091.660,07

01/07/20 31/07/20 31 18,12% 27,180% 0,0659% $ 100.484.736,62 $ 2.052.610,03 $ 15.659.533,49 $ 0,00 $ 116.144.270,10

01/08/20 31/08/20 31 18,29% 27,435% 0,0664% $ 100.484.736,62 $ 2.069.715,80 $ 17.729.249,29 $ 0,00 $ 118.213.985,91

01/09/20 30/09/20 30 18,35% 27,525% 0,0666% $ 100.484.736,62 $ 2.008.785,47 $ 19.738.034,76 $ 0,00 $ 120.222.771,37

01/10/20 31/10/20 31 18,09% 27,135% 0,0658% $ 100.484.736,62 $ 2.049.587,82 $ 21.787.622,58 $ 0,00 $ 122.272.359,19

01/11/20 30/11/20 30 17,84% 26,760% 0,0650% $ 100.484.736,62 $ 1.959.059,16 $ 23.746.681,73 $ 0,00 $ 124.231.418,35

PROCEDIMIENTO PARA  LIQUIDACIÓN: Se tomó como base el interés emitido por la Superfinanciera de Colombia, aplicando el procedimiento establecido para el cálculo de interés moratorio y se aplica al capital 

registrado de acuerdo con las instrucciones impartidas por el despacho, se compara y verifica cada valor registrado, y abonos reportados, así como la cancelación de intereses y diferencia aplicada a disminución del 

capital

Revisión liquidación archivo 48 del expediente 11001-31-03-044-2017-0149-00

OBJETO DE LIQUIDACIÓN: Verificación de los intereses Moratorios según Liquidación emitida por el Juzgado  en archivo 48 del expediente 11001-31-03-044-2017-0149-00

FECHA SENTENCIA
1a. INSTANCIA

1/03/2017

CASACIÓN2a. INSTANCIA

Profesional Universitario Acuerdo PSAA 15-10402 de 2015.

Elaborado por: Gabriel Leonardo Cárdenas Caicedo.

 30-01-23 - 9:00 a. m.
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Rama Judicial del Poder Público

Consejo Superior de la Judicatura

Tribunal Superior de 

Bogotá D.C

Fecha 

inicial
Fecha final

Número de 

días

Tasa Efectiva 

Corriente 

Anual

Tasa Efectiva 

moratoria Anual

Tasa Moratoria 

Diaria
Capital Interés moratorio

Total interés 

moratorio
abonos Subtotal 

Revisión liquidación archivo 48 del expediente 11001-31-03-044-2017-0149-00

01/12/20 31/12/20 31 17,46% 26,190% 0,0638% $ 100.484.736,62 $ 1.985.873,67 $ 25.732.555,40 $ 0,00 $ 126.217.292,02

01/01/21 31/01/21 31 17,32% 25,980% 0,0633% $ 100.484.736,62 $ 1.971.650,36 $ 27.704.205,76 $ 0,00 $ 128.188.942,37

01/02/21 27/02/21 27 17,54% 26,310% 0,0640% $ 100.484.736,62 $ 1.736.701,56 $ 29.440.907,31 $ 0,00 $ 129.925.643,93

28/02/21 28/02/21 1 17,54% 26,310% 0,0640% $ 100.484.736,62 $ 64.322,28 $ 29.505.229,59 $ 22.123.333,00 $ 107.866.633,21

01/03/21 30/03/21 30 17,41% 26,115% 0,0636% $ 100.484.736,62 $ 1.916.899,96 $ 9.298.796,55 $ 0,00 $ 109.783.533,17

31/03/21 31/03/21 1 17,41% 26,115% 0,0636% $ 100.484.736,62 $ 63.896,67 $ 9.362.693,22 $ 1.000.000,00 $ 108.847.429,84

01/04/21 29/04/21 29 17,31% 25,965% 0,0633% $ 100.484.736,62 $ 1.843.495,86 $ 10.206.189,07 $ 0,00 $ 110.690.925,69

30/04/21 30/04/21 1 17,31% 25,965% 0,0633% $ 100.484.736,62 $ 63.568,82 $ 10.269.757,90 $ 800.000,00 $ 109.954.494,51

01/05/21 31/05/21 31 17,22% 25,830% 0,0630% $ 100.484.736,62 $ 1.961.476,37 $ 11.431.234,26 $ 0,00 $ 111.915.970,88

01/06/21 30/06/21 30 17,21% 25,815% 0,0629% $ 100.484.736,62 $ 1.897.217,71 $ 13.328.451,97 $ 0,00 $ 113.813.188,59

01/07/21 31/07/21 31 17,18% 25,770% 0,0628% $ 100.484.736,62 $ 1.957.403,38 $ 15.285.855,35 $ 0,00 $ 115.770.591,97

01/08/21 30/08/21 30 17,24% 25,860% 0,0630% $ 100.484.736,62 $ 1.900.173,03 $ 17.186.028,38 $ 0,00 $ 117.670.765,00

31/08/21 31/08/21 1 17,24% 25,860% 0,0630% $ 100.484.736,62 $ 63.339,10 $ 17.249.367,49 $ 800.000,00 $ 116.934.104,10

01/09/21 20/09/21 20 17,19% 25,785% 0,0629% $ 100.484.736,62 $ 1.263.497,94 $ 17.712.865,43 $ 0,00 $ 118.197.602,04

$ 109.496.797,00

+ $ 0,00

= $ 109.496.797,00

+ $ 0,00

+ $ 67.007.175,04

= $ 176.503.972,04

- $ 58.306.370,00

= $ 118.197.602,04

Fecha liquidación: lunes, 30 de enero de 2023

Fuente
Intereses corrientes certificados por Superfinanciera de Colombia

Procedimiento interés moratorio establecido en el artículo 884 del código de comercio

Observaciones
Se realiza comparación con la liquidación de una de las partes y se identifica la adición del interés moratorio al interés moratorio y no al corriente, es decir:

interés corriente de enero del 2019 => 19,16% Calculo interés moratorio: 1 y 1/2 el interés corriente => 19,16%x1,5 = 28,74%, interés moratorio presentado por la parte 43,11%

TOTAL CAPITAL

INTERÉS DE PLAZO

INTERÉS DE MORA

SUBTOTAL OBLIGACIÓN

ABONOS

SALDO A PAGAR

RESUMEN LIQUIDACIÓN 

CAPITAL

CAPITALES ADICIONADOS

Profesional Universitario Acuerdo PSAA 15-10402 de 2015.

Elaborado por: Gabriel Leonardo Cárdenas Caicedo.

 30-01-23 - 9:00 a. m.
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  

 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. 

Sala Civil de Decisión 

 

Magistrada Ponente 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

 

CLASE DE PROCESO EJECUTIVO 

DEMANDANTE VANTI S.A ESP 

DEMANDADO JOHN FRANCIS SANCHEZ PEÑA 

RADICADO 11001310304520210040701 

PROVIDENCIA Interlocutorio nro. 013 

DECISIÓN CONFIRMA 

FECHA Tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

1. ASUNTO 

 

Esta instancia decide el recurso de apelación interpuesto por 

la parte actora contra el auto de fecha 25 de noviembre de 

2021, proferido por el Juzgado Cuarenta y Cinco Civil del 

Circuito, en virtud del cual denegó parcialmente mandamiento 

de pago solicitado.  

 

2. ANTECEDENTES 
 

2.1. La demanda. Por intermedio de apoderado judicial, la 

sociedad Vanti S.A. ESP impetró demanda ejecutiva de mayor 

cuantía contra el señor John Francis Sánchez Peña por la suma 

de $31.111.657, representados en el pagaré No. GNS-SE-56-

2014 y por los intereses moratorios causados; y por la suma 

de $385.455.332 por concepto de la cláusula penal contenida 
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en la número 33 del contrato para suministro de energía 

térmica GNS-SE-56.2014. 

 

2.2. El auto apelado. El conocimiento del referido libelo 

demandatorio le correspondió, por reparto, al Juzgado 45 Civil 

del Circuito de Bogotá, el cual mediante auto del 25 de 

noviembre de 2021 libró mandamiento de pago por la suma de 

$26.892.156 por concepto de capital y por la suma de 

$5.424.144 por concepto de intereses moratorios causados y 

no pagados. Por otra parte, negó el mandamiento de pago por 

concepto de clausula penal “atendiendo a que el contrato que 

la contiene es bilateral y, para que se configure una obligación 

clara expresa y exigible, es necesario que el acreedor acredite 

ser contratante cumplido, lo que aquí no ocurrió.” 

 

2.3. La apelación. Inconforme con tal determinación, el 

apoderado judicial de la parte demandante interpuso recurso 

de reposición y en subsidio apelación, el cual sustentó con base 

en los siguientes argumentos:  

 

Indicó que el contrato para suministro de Energía Térmica 

GNS-SE-56-2014, es un título que presta mérito ejecutivo, de 

conformidad con el artículo 422 del Código General del Proceso, 

por contener una obligación clara, expresa y exigible. Agregó 

que la cláusula penal se pactó a título sancionatorio o de 

apremió por el incumplimiento de cualquiera de las 

obligaciones de alguna de las dos PARTES, “de ahí que, las 

sumas de dinero cuyo cobro se persigue en la pretensión 

segunda del libelo de la demanda se origina del incumplimiento 



 
 
 

045 2021 00407 01  Página 3 de 10 

 

de las obligaciones contractuales” por parte del ejecutado. 

Aunado a lo anterior, manifestó que con la presentación de la 

demanda acreditó que la sociedad Vanti S.A. ESP agotó el 

requisito estipulado en el contrato, relacionado al 

requerimiento hecho a la parte incumplida, previo a realizar el 

cobro de la cláusula penal a título sancionatorio.  

 

2.4. Auto concede apelación. En auto de 29 de julio de 

2022, el Juez 45 Civil del Circuito de Bogotá, mantuvo incólume 

la decisión atacada, y concedió el recurso de alzada para que 

la pugna fuera resuelta por esta magistratura.  

 

3. CONSIDERACIONES 
 

3.1. Por sabido se tiene que para la viabilidad del 

mandamiento de pago, dada la naturaleza del proceso 

ejecutivo, en el que su objeto es la satisfacción de un derecho 

que aunque en principio no es controvertido, el mismo debe 

estar contenido en un documento que satisfaga las exigencias 

que de manera general establece el artículo 422 del Código 

General del Proceso. 

 

Ha de entenderse entonces que la discusión suscitada con el 

recurso se contrae a realizar un estudio del documento 

presentado para el cobro judicial de cara a los requisitos 

materiales del título ejecutivo que se encuentran previstos en 

el referido canon normativo, esto es, habrá de verificarse si en 

efecto contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, que 

provengan del deudor o de su causante, y si realmente 

constituyen plena prueba contra él. 
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3.2. Valga decir el proceso ejecutivo parte de la existencia 

del título base de ejecución, con fuerza suficiente por sí mismo 

de plena prueba, toda vez que mediante él se pretende, 

obtener el cumplimiento forzado de la obligación allí contenida, 

motivo por el cual junto con la demanda, debe necesariamente 

anexarse título que preste mérito ejecutivo, acorde con las 

previsiones contenidas en nuestro ordenamiento, es decir 

apoyarse inexorablemente no en cualquier clase de documento, 

sino en aquellos que efectivamente produzcan en el fallador un 

grado de certeza tal, que de su simple lectura quede 

acreditada, al menos en principio, una obligación indiscutible 

que se encuentre insatisfecha, debido a las características 

propias de este proceso, en el que no se entra a discutir el 

derecho reclamado por estar o deber estar ya plenamente 

demostrado, sino obtener su cumplimiento coercitivo. 

 

3.3. Auscultado el expediente subexamine, se advierte que 

el demandante pretende ejecutar la cláusula penal contenida 

en el contrato para suministro de energía térmica GNS-SE-

56.2014, la cual se plasmó en los siguientes términos:  

 

“33. Clausula Penal. – Se estima -a título sancionatorio y no como 

cuantificación anticipada de los perjuicios- por el incumplimiento del 
presente Contrato, una pena igual al valor del cargo fijo multiplicado 

por el número de meses que le falten al contrato para darse por 

terminado.  

 

La cláusula penal procederá cuando se presente incumplimiento de 

GNS o de EL CLIENTE, que haga imposible la ejecución del presente 
Contrato o más gravoso su cumplimiento para la parte cumplida. La 

parte cumplida deberá requerir por escrito a la otra parte parta que 
dé cumplimiento a la obligación respectiva y, si la parte incumplida 

dentro de los diez (10) días calendario siguientes al recibo de la 
comunicación no subsana el incumplimiento, la parte cumplida 
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podrá exigir el pago de la cláusula penal. El cual se entenderá como 
pago a título sancionatorio, sin perjuicio de la exigencia de la 

obligación principal”. (…) 

 

Así las cosas, de la interpretación de la misma se logra 

colegir sin dificultad que la mentada cláusula tiene como 

presupuesto, por un lado, la existencia de un contratante 

cumplido; y, por otra parte, la existencia de un contratante que 

haya incumplido sus obligaciones y que ello se halle 

demostrado. 

 

3.4. Recuérdese que la cláusula penal, por su naturaleza, 

permite anticipar los perjuicios ocasionados con ocasión del 

incumplimiento de un pacto contractual, circunstancia que 

delimita anticipadamente una irrogación pecuniaria que nace a 

la vida jurídica por actuaciones omisivas o positivas, devenidas 

de la autonomía de la voluntad de los inmediatos contratantes.  

El artículo 1592 del Código Civil la define como “[a]quella en 

que una persona, para asegurar el cumplimiento de una 

obligación, se sujeta a una pena que consiste en dar o hacer 

algo en caso de no ejecutar o retardar la obligación principal”.  

 

Por su parte, el artículo 422 del Código General del Proceso, 

establece que pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones claras, expresas y exigibles, que consten en 

documentos que provengan del deudor y que constituyan plena 

prueba contra él. Estos imperativos requisitos, presuponen una 

carga probatoria del actor, consistente en que el documento 

báculo de la acción contenga aquellos elementos, so pena de 

negar la orden de apremio.  
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3.5. Ahora bien, la cláusula sancionatoria por 

incumplimiento aquí exigida ejecutivamente, así como todo 

pacto de igual naturaleza, presupone que existió en el campo 

convencional obligaciones recíprocas que serían castigadas con 

dicho convenio, circunstancia que permite colegir fácilmente 

que para su estudio aparecer probada el acaecimiento de la 

condición. 

 

Ello es así, porque el contenido propio del pacto 

sinalagmático condiciona la exigibilidad al incumplimiento de 

una de las partes, como quiera que el comportamiento 

condicional es el que precisamente da vida a la cláusula 

punitiva, y por ende, su exigibilidad. Y es que precisamente el 

artículo 1542 del Código Civil, enseña que “[n]o puede exigirse 

el cumplimiento de la obligación condicional sino verificada la 

condición totalmente”. 

 

Concretamente, la exigibilidad de la cláusula penal está 

sujeta a condición suspensiva, teniendo en cuenta que, como 

quedo establecido, debe existir primeramente una situación de 

incumplimiento o cumplimiento tardío por alguna de las partes 

de la obligación contenida en el título que se pretende ejecutar 

para que la penalidad estipulada emane efectos jurídicos. Al 

respecto, sostiene la Doctrina que: “La condición de que se 

trata es suspensiva porque la obligación penal a ella 

subordinada no nace ni se hace exigible sino por el 
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cumplimiento de esa condición (incipet a conditione) (art. 

1536)”1. 

 

3.6. De tal suerte, que esta Sala considera que previo a la 

ejecución de la cláusula penal, es indispensable acudir a un 

proceso declarativo con el fin de que se declare el 

incumplimiento o el cumplimiento tardío de la obligación 

pactada entre las partes para determinar la exigibilidad de la 

penalidad estipulada cuando no se cuenta con título ejecutivo. 

Lo anterior, encuentra fundamento en que: i) la demostración 

del incumplimiento no surge del mismo contrato, sino de 

actuaciones posteriores que deben ser debatidas en el marco 

de una contienda declarativa. Y, ii) al tratarse de contratos 

bilaterales con obligaciones a cargo de los dos contratantes, 

debe primero darse por acreditado en un proceso declarativo 

que el interesado en ejecutar la penalidad cumplió con las 

obligaciones a su cargo. Con relación a esta postura, sostiene 

la doctrina que,  

 

(…) teniendo en cuenta el principio procesal de la simultaneidad de 
las obligaciones, según el cual el actor debe comprobar la 

efectividad de sus obligaciones como condición previa de su acción 
judicial, de tal modo que no puede exigir la prestación de la parte 

contraria sin haber él realizado la suya; según esto, el juez tiene 
que investigar si el demandante si ha cumplido su prestación, 

indagación que no es posible sino dentro de la vía ordinaria”2 

 

Lo anterior, no obsta para que se pueda ejecutar una 

cláusula penal, sin acudir previamente a un proceso declarativo 

                                                           
1 Ospina Fernández, G. (2008). Régimen General de las Obligaciones (8 ed.). Bogotá: 

Temis. 

2 Preciado Agudelo, D. (1997). El Proceso de Ejecución (2 ed.). Bogotá: Librería del 

Profesional. 
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siempre y cuando del título ejecutivo aportado se pueda 

determinar con grado de certeza, la claridad, la exigibilidad de 

la penalidad que se reclama –incumplimiento del ejecutado que 

lo haga deudor-, y el cumplimiento de las obligaciones a cargo 

del ejecutante que lo haga acreedor, a través, de un documento 

que reúna las exigencias del artículo 422 del C. G del P.  

 

3.7. Situación que no se configura en el subjudice. Nótese 

que de los anexos allegados si bien obra una comunicación de 

terminación del contrato por un presunto incumplimiento, lo 

cierto es que no existe prueba del cumplimiento de las 

obligaciones a cargo del ejecutante y sobre todo del 

incumplimiento del ejecutado que permita concluir sin lugar a 

dudas que existe un título ejecutivo que contenga una 

obligación clara, expresa, exigible y que provenga del deudor, 

dado que tal calidad no se halla demostrada. Y es que 

recuérdese que la calidad de deudor se adquiere por 

manifestación de voluntad de la parte, por presunción de la ley, 

por acto administrativo y por decisión judicial y, ninguno de 

estos eventos se hallan presentes en el caso sometido a 

estudio. 

 

Lo anterior, se encuentra en consonancia con el artículo 427 

del Código General del Proceso que dispone que “deberá 

acreditarse el cumplimiento de la condición suspensiva cuando 

la obligación estuviere sometida a ella” con la observación que 

esta normativa se encuentra ubicada dentro aquellas que 

regulan el proceso ejecutivo.  
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3.8. Puestas de esta manera las cosas, la Sala confirmará el 

proveído apelado, pues el auto que negó librar mandamiento 

de pago en lo relativo a la claúsula penal, se ajustó a derecho. 

 

4. DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C. – Sala Civil, 

 

5. RESUELVE 
 

 

       PRIMERO: CONFIRMAR el proveído apelado de fecha y 

origen preanotados, de conformidad con las motivaciones que 

anteceden.  

 

       SEGUNDO: Oportunamente devuélvase las presentes 

diligencias al juzgado de origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL 

 
Bogotá D. C., seis (06) de febrero de dos mil 

veintitrés (2023). 
 
 
 
 

    REF: DECLARATIVO DE PERTENENCIA de 
ANDRÉS EDUARDO LÓPEZ MELGAREJO contra DIOCESIS DE 
ZIPAQUIRÁ-GOBIERNO ECLESIÁSTICO. Exp.: 049-2022-00374-01. 

 
 
 
 

    Procede el Magistrado Sustanciador a resolver el 
recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido el 
3 de noviembre de 2022 en el Juzgado Cuarenta y Nueve Civil del Circuito de 
Bogotá, que rechazó la demanda. 

  
 
I. ANTECEDENTES 

 
 

1.-En razón del auto de 29 de septiembre de 2022, el 
juez a quo inadmitió el libelo al evidenciar 14 situaciones por corregir, entre 
ellas: i). “2.- Sepárense los hechos de las pretensiones Art. 82-4-5 del Código 
General del Proceso”; ii). “3.- Las pretensiones del proceso, se deben ajustar 
a lo dispuesto en el artículo 375 del C.G. P.”; iii). “Indíquese de manera clara 
y concisa, cómo el arrendatario aquí demandante, se volvió poseedor del bien, 
indicando la fecha de tal acontecimiento. Art. 84-5 Ib”; y, iv). “Aclárese todo 
lo concerniente sobre el papel de ANDRÉS EDUARDO LÓPEZ MELGAREJO, 
sobre el bien, indicando sí él comparte la posesión del inmueble junto con el 
otro demandante, en caso positivo corríjase la acción y dispénsese en lo 
pertinente el poder para el ejercicio”.  

 
2-. Mediante el proveído censurado, el juzgado 

mencionado rechazó la demanda, pues concluyó que: i). “(…) no se separaron 
los hechos de las pretensiones”; ii). “(…) no se adecuó la demanda a lo 
dispuesto en el artículo 375 del Código General del Proceso; y, iii). “(…) no se 
dio cumplimiento al numeral 6, en virtud del cual se requería: -Indicar de 
manera clara y concisa cómo el arrendatario se volvió poseedor. Indicar la 
fecha de tal acontecimiento. (…) Nótese como según se indica, el señor 
MORALES, es poseedor del inmueble a partir del año 2001; no obstante, firmó 
contrato de arredramiento, dentro del período 2007 a 2012. De donde resulta 
que no se aclaró la situación planteada. Igualmente, no se dio cumplimiento al 
numeral 8, en lo atinente al señor ANDRÉS EDUARDO LÓPEZ (…)”. 

 
3.- Inconforme con lo así resuelto, el apoderado de 

la parte actora presentó recurso de alzada, el que sustentó en las siguientes 
apreciaciones:  
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3.1.- En torno a la casual segunda, precisó que puso 
de presente dónde se encontraban “unos y otras, al punto de que, este 
apoderado en dicho escrito, entre páginas 2 a 4, no sólo indicó en dónde se 
encontraban éstos, sino, además, refirió de manera breve en qué consistía cada 
una de los literales referidos (…) hechos y pretensiones están debidamente 
separados (…)”. 

3.2.- Frente a la adecuación de la demanda, esto es, 
la causal 3°, cumplió con lo establecido en el artículo 375 citado.  

 
3.3.- De cara a la calidad del señor Morales precisó 

que, “los contratos de arrendamiento que se relacionan en los hechos  y pruebas  
de  la  demanda,  hacen  referencia,  en  unos,  como contratos de arrendamiento 
comercial y otros, en calidad e contratos civiles, y tal como se demuestra con  
las actualizaciones prediales y catastrales, se habla de una sola unidad 
comercial con dos pisos, lo que de por sí, desvirtúa la figura del coarrendatario, 
la cual no es propia de los contratos comerciales, debiendo comprenderse en 
consecuencia que este ‘coarrendatario’, es en realidad un fiador”. 

 
    Agregó, “si se revisare toda  la documental allegada,  
se observará que, si bien EDUARDO MORALES RAMÍREZ aparece  
relacionado  en  un  contrato  celebrado  en  el  año  2007,  solo reconoce como 
propietaria y arrendadora, a la Diócesis de Zipaquirá, el día en que realizó el 
primer pago del canon, esto es el 22 de julio de 2008, es decir que, desde la 
Interversión (sic) del título el 28 de septiembre de 2001, hasta dicha fecha, 
transcurrieron 6 años, 9 meses y 24 días, lo cual se observa al confrontar el 
archivo remitido bien adjunto a la demanda inicial, ora, en carpeta compartida 
que allega los demás documentos presentados (Pagos y recibos Diócesis –
completo, pág. 43). Aúnese, que se da la segunda Interversión (sic) del título 
por parte de EDUARDO MORALES, al ingresar como parte procesal (tercero 
interviniente excluyente), al dar respuesta a la demanda temeraria de 
pertenencia, radicada en el Juzgado 28 Civil del Circuito, bajo el No. 2019 –
00119, que, iniciare HÉCTOR HORACIO CARVAJAL CALDERÓN (QEPD) 
contra la Diócesis de Zipaquirá, existiendo entre ellos, contratos ocultos y 
escrituras simuladas”. 
 
    3.4.- Y, finalmente, en lo atiente al señor Andrés 
Eduardo López, se adujo en tiempo “lo correspondiente” al declarar que “(…) 
ha compartido domicilio en la propiedad con el señor EDUARDO MORALES 
RAMIREZ, desde el 01 de enero de 2019, tal y como lo pueden testificar los 
declarantes relacionados en el libelo de la demanda, y se demuestra con el 
contrato de prestación de servicios profesionales y la posterior Escritura 
Publica No.350 del 03 de febrero de 2022, ante la Notaria 19 de Bogotá, de 
compraventa de derechos litigiosos, de posesión en cuerpo cierto y de  mejoras; 
además, (…) aportó prueba documental de los ánimos de señor y dueño, que 
este ciudadano, en ejercicio de su posesión, ha ejercitado en pro de ésta, como 
son: a) inicia un proceso abreviado policivo de perturbación a la posesión No. 
2022623490101711E ante la inspección de policía 12D de la localidad de  
barrios  unidos (…), por los actos perturbatorios en concurso con una serie de 
infracciones penales, que iniciaron a realizar el día 11 de septiembre de 2022 
(Anexo prueba documental), y que ya fueron puestas en conocimiento de las 
autoridades competentes y que, a la fecha, continúan presentándose en el 
inmueble”. 
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4.- Con posterioridad, por auto de 19 de enero del 
año en curso, se concedió la alzada. 

  
 
II. CONSIDERACIONES    

 
 

1.- La demanda es el más importante acto de 
postulación y, por lo tanto, ha de sujetarse a una serie de requisitos formales 
sin los cuales no puede ser admitida a trámite. Debe colmar las exigencias de 
forma que lejos de traducir un criterio meramente formalista, garantizan 
eficazmente el derecho de contradicción, por razón que a través de ella expone 
el demandante la problemática jurídica que lo movió a concurrir a la 
administración de justicia; además, se debe precisar cuál es la medida de la 
tutela jurídica que reclama y por la que llama a responder al demandado, 
delimitando el litigio sobre el cual el Estado tiene el deber de dispensar justicia 
no más que en lo que allí se pretende, salvo especiales eventos.  

  
2.- Así las cosas, dada la trascendencia que involucra 

el libelo introductor de la acción, como pauta obligada que debe seguir el juez 
para determinar la viabilidad de la petición que se le pone en conocimiento, el 
legislador le impuso la tarea de verificar que ésta reúna las formalidades a que 
aluden los artículos 82, 83, 84, y 88 del Código General del Proceso, para 
determinar su admisibilidad o inadmisibilidad, al punto que sólo cuando el 
fallador encuentre cumplidas tales exigencias puede dar trámite a la demanda.  

  
De allí que el artículo 90 de la norma en comento 

disponga que: el juez al recibir la demanda la estudiará para determinar si 
reúne los requisitos formales y que de no ser así, la inadmitirá señalando los 
defectos que presenta para que el demandante los subsane en el término de 
cinco días, so pena de rechazo.  

  
En este punto se advierte que el inciso final de la 

preceptiva en cita señala que: “La apelación del auto que rechaza la demanda 
comprende la de aquel que negó su admisión, y se concederá en el efecto 
suspensivo.”, de modo que la competencia funcional de esta Corporación no se 
ve limitada al auto que rechazó la demanda, sino que cobija aquel por medio 
del cual se inadmitió la misma.  

  
3.- De igual forma, no hay duda que cuando el juez 

de instancia inadmite el libelo y en el término legal no se subsanan los defectos 
puestos de manifiesto o habiéndose corregido éste considera que la misma no 
se encuentra acorde, la etapa subsiguiente es el rechazo, por así determinarlo 
el precitado artículo; empero, ha de tenerse presente que ésta decisión - el 
rechazo - será legal o ajustado a derecho siempre y cuando se encuentre 
fundado en las causales taxativamente señaladas por el legislador en esa misma 
disposición, pues no le es permitido al fallador crear motu proprio, nuevos 
motivos de inadmisión.  

  
O sea, que si la providencia está apoyada en motivos 

distintos de los específicamente enlistados por el artículo ya enunciado y el 
rechazo tuvo su fundamento en ella, no hay duda que tales actos procesales 
carecen de legalidad, por cuanto, se reitera, las causales de inadmisión deben 
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ser o estar relacionadas con las precisas enunciadas por la norma en mención, 
ya que el legislador no autorizó ninguna otra.  

  
4.- Comoquiera que el rechazo de la demanda, la 

sustentó el juez a quo en el incumplimiento del auto inadmisorio adiado 29 de 
septiembre de 2022. concretamente, en lo que toca a los numerales 2° 3°, 6° y 8°, 
desciende esta Colegiatura al respectivo examen, según pasa a exponerse: 

 
4.1.- Frente al numeral 2° señalado, esto es, 

“[s]epárense los hechos de las pretensiones Ar. 82-4-5 del C.G.P”, basta 
precisar, que no había razón para rechazar el líbelo introductorio, pues pese a la 
forma en que se presentó y la viabilidad de lo solicitado, lo cierto es que, en el 
nuevo escrito que con el que la parte actora pretendió subsanar la demanda, se 
advierte un acápite denominado: “1. PRETENSIONES” y otro: “3.- HECHOS 
DE LA DEMANDA”. Ahora, si lo que buscaba el juzgador era que se eliminara 
o integrara el titulado “2. CONSIDERACIONES AL JUEZ” de acuerdo al 
contenido del artículo 82 ib., la causal de inadmisión debió plantearse en otros 
términos.  

 
Adicionalmente, no puede soslayarse que, en el escrito 

calendado 6 de octubre de 2022, el apoderado de la parte actora indicó: “Señor 
Juez, la revisión exhaustiva del texto de la demanda, permite evidenciar que 
hechos y pretensiones se encuentran debidamente separados, dado que las 
pretensiones, se encuentran en las págs. 3 y 4 del escrito, discriminándose estas 
de la siguiente forma: (…) Por su parte, los hechos de esta demanda, se 
encuentran señalados y discriminados en forma cronológica, a partir de la pág. 
11 y hasta la página 19 del escrito contentivo de la demanda. Dichos hechos, se 
encuentran también señalados en forma cronológica”. 

 
Puestas así las cosas, se concluye que contrario a lo 

afirmado, el actor cumplió con lo dispuesto en el auto inadmisorio en este punto.  
 
4.2.- Ahora, respecto a la causal 3ª, relativa a que 

“[l]as pretensiones del proceso, se deben ajustar a lo dispuesto en el artículo 375 
del C.G.P.”,  teniendo en cuenta que en proveído de 3 de noviembre de la pasada 
anualidad, el juzgador afirmó: “(…) no se adecuó la demanda a lo dispuesto en 
el artículo 375 del C.G.P.” y al subsanar la demanda, el interesado puntualizó: 
“[r]evisado el art. 375 instrumental civil, se observa que las pretensiones 
propuestas, se ajustan a lo establecido en dicho canon”, cumple señalar que,  tras 
revisar el contenido de las súplicas propuestas, y aun cuando carezcan de 
precisión1 pues el interesado adicionó supuestos fácticos para sustentarlas, lo 
cierto es que, en principio, se advierte que Eduardo Morales Ramírez pretende 
que se declare que adquirió por prescripción adquisitiva extraordinaria de 
dominio el inmueble ubicado en la calle 63B No. 17-65 en Bogotá, identificado 
con folio de matrícula inmobiliaria No. 50C-207560; no obstante, la pretensión 
segunda es del siguiente tenor: “(…) igualmente, solicito a su despacho, se 
reconozca dentro de la presente causa judicial, este proceso ordinario especial 
declarativo de pertenencia, al Sr. ANDRES EDUARDO LÓPEZ MELGAREJO, 
como una persona de confianza del señor EDUARDO MORALES RAMIREZ, y 
que por la relación de amistad y de negocios por más de 10 años, decidieron 
realizar la compraventa de las mejoras, la compra de una parte de la posesión, 

 
1 Art. 82 No. 4 del C.G. del P.  
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en cuerpo cierto, y así mismo la cesión de los derechos litigiosos correspondientes 
al proceso No. 2019-119, que cursa en el Juzgado 28 civil del circuito en un 
porcentaje del 33.33%, como Tercero de Buena Fe, Interviniente  (sic) excluyente,  
tal y como lo certifica la Escritura Pública de compraventa No.350 del 03 de 
febrero de 2022, ante la Notaria 19 del Círculo Notarial de Bogotá”, es más, 
deprecó ordenar la apertura de un nuevo folio de matrícula “del inmueble 
identificado actualmente (…) No. 50C-2075602”;  últimas súplicas que no 
resultan acordes con el trámite que se adelanta, por lo que se configura, una 
indebida acumulación de pretensiones2. 

 
En efecto, acorde con el contenido del numeral 1° del 

artículo 375 del Código General del Proceso, la “declaración de pertenencia 
podrá ser pedida por todo aquél que pretenda haber adquirido por prescripción”, 
en otras palabras, por la vía invocada, no es posible reconocer situaciones tales 
como la rogada en la pretensión segunda, esto es, que se reconozca la calidad 
aludida a Andrés Eduardo López Melgarejo a propósito de la compra de mejoras, 
de una parte de la posesión y de su condición de cesionario de los citados 
derechos litigiosos, se insiste, ese tipo de declaraciones no son de la naturaleza 
del proceso de declaración de pertenencia.  

 
Recordemos que, “[l]a prescripción en las 

modalidades ordinaria y extraordinaria se puede señalar que, dada su naturaleza 
y finalidad, debe ser invocada por la vía de la acción por quien busca obtener la 
declaración de pertenencia sobre un determinado bien, es decir por haber ganado 
el dominio del mismo de conformidad con la ley; esto significa ‘quien quiera 
aprovecharse de la prescripción debe alegarla; el juez no puede declararla de 
oficio’, siendo consecuencia de la misma que se logre adquirir ‘el dominio de los 
bienes corporales raíces o muebles que están en el comercio humano y que se han 
poseído en las condiciones legales (…)”3.  

 
4.3.- Y es que, a propósito de las anteriores 

consideraciones, el juez a quo en el numeral 8° requirió: Aclarar “todo lo 
concerniente sobre el papel de ANDRÉS EDUARDO LÓPEZ MELGAREJO sobre 
el bien. Indicando si él comparte la posesión del inmueble junto con el otro 
demandante, en caso positivo corríjase la acción y dispénsese en lo pertinente el 
poder para el ejercicio”, a lo que el actor, afirmó:  

 
“Como se indica en los hechos de la demanda, el papel 

presentado por ANDRÉS EDUARDO LÓPEZ MELGAREJO frente al bien, ha 
estado desde enero de 2019 ha tenido su domicilio profesional (INVERTOUR 
COLOMBIA SAS) en el inmueble a usucapir, al igual que ha acompañado al señor 
EDUARDO MORALES en el ejercicio de algunas de las acciones policivas y 

 
2 El demandante podrá acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, siempre 

que concurran los siguientes requisitos: 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas, sin tener en cuenta la cuantía. 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias. 
3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento 
En la demanda sobre prestaciones periódicas podrá pedirse que se condene al demandado a las que se llegaren a causar entre la 
presentación de aquella y el cumplimiento de la sentencia definitiva. 
También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o varios demandantes o contra uno o varios demandados, aunque sea 
diferente el interés de unos y otros, en cualquiera de los siguientes casos: 
a) Cuando provengan de la misma causa. 
b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 
c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 
d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas. 
En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias personas que persigan, total o parcialmente, los mismos 
bienes del demandado”. 
3 Cfr. C.C. Sentencia de C 383 de 5 de abril de 2020. 
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penales interpuestas, por lo que ha sido objeto de amenazas contra su vida e 
integridad. 

 
Con relación a la posesión compartida, que se ha 

tenido sin existir contrato alguno de arrendamiento u otro tipo con la demandada, 
esta inicia a partir de enero de 2019 y se formaliza mediante la compra del 
33.33% de la posesión en cuerpo cierto del apartamento 201 y el parqueadero 
ubicado en el primer piso, la cual se protocoliza y perfecciona a través de 
Escritura Pública No 350 de 02 de febrero de 2022”. 

 
Si así son las cosas, la declaración de pertenencia que 

se deprecó debió impetrarse no sólo en favor de Eduardo Morales Ramírez sino 
también de Andrés Eduardo López Melgarejo, por tanto, el extremo recurrente, 
en efecto desatendió el contenido de la causal segunda del auto inadmisorio, pues 
la demanda no se ajusta a lo establecido en el citado canon 375, precisamente 
porque las súplicas que sustentan el sub examine no pueden tramitarse por el 
mismo procedimiento.  

 
5.- Sean las sucintas razones suficientes para confirmar 

el auto censurado, toda vez que, las pretensiones acumuladas no reúnen los 
requisitos legales (art. 90 numeral 3 ib.). Por tanto, ante la anterior circunstancia 
se releva descender al estudio de la causal 6° anotada. Sin condena en costas en 
esta instancia al no aparecer causadas.   

 
 
III. DECISIÓN 
 
 
Por lo expuesto, el Magistrado Sustanciador del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. - Sala Civil, 
 
 
RESUELVE: 

 
 

1.- CONFIRMAR el auto de fecha 3 de noviembre de 
2022 pronunciado en el Juzgado Cuarenta y Nueve Civil del Circuito de Bogotá, 
que rechazó la demanda.  

 
2.- Sin condena en costas. 

 
3.- Devuélvase el expediente al Juzgado de origen 

para lo de su competencia. 
 

NOTIFÍQUESE 

 

 



 
 

República de Colombia 
Rama Judicial 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SALA  CIVIL 

 

 

Radicación: 110012203000-2022-02752-00 

Demandante: Manuel Eduardo González Chacón  

Demandado: Marina del Pilar Pimienta Tatis y otra 

Proceso:  Arbitral 

Trámite:  Recurso de anulación – admite 

 

Bogotá, D. C., dos (2) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

De conformidad con el artículo 42 de la ley 1563 de 2012, admítese el 

recurso extraordinario de anulación presentado por la convocada Mayra 

Alejandra Sánchez, contra el laudo arbitral de 15 de septiembre de 2022, 

proferido por el Tribunal de Arbitramento convocado por Manuel 

Eduardo González Chacón contra Marina del Pilar Pimienta Tatis y la 

recurrente. 

 

Con sustento en ese precepto 42 de la ley 1563 de 2012 y según informe 

rendido por la secretaria del Tribunal de Arbitramento (pdf 02 del cuad. 

Tribunal Superior), se rechaza de plano, por extemporáneo, el recurso 

de anulación presentado por la otra convocada Marina del Pilar Pimienta 

Tatis,  

 

Notifíquese. 

 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

 



República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  

 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. 

Sala Civil de Decisión 

 

Magistrada Ponente 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

 

CLASE DE PROCESO RECUSACIÓN 

DEMANDANTES RAMON REYES TORRES 

DEMANDADO NINI JOHANA CASTAÑEDA QUINTERO 

RADICADO 11001220300020230009400 

PROVIDENCIA Interlocutorio nro. 018 

DECISIÓN DECLARA INFUNDADA 

FECHA Seis (06) de febrero de dos mil veintitrés 

(2023) 

 

1. ASUNTO 
 

Se decide la recusación formulada por Ramón Reyes Torres, 

en contra de Nini Johanna Castañeda Quintero, en su condición 

de Directora del Grupo de Acuerdos de Insolvencia en Ejecución 

de la Superintendencia de Sociedades. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. El 13 de julio de 2022, el señor Ramón Reyes Torres 

interpuso recusación en contra de la Directora del Grupo de 

Acuerdos de Insolvencia en Ejecución, Nini Johanna Castañeda 

Quintero, con fundamento en la causal 1 y 9 del artículo 141 

del Código General del Proceso.  
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2.2. Mediante proveído del 02 de diciembre de 2022, la 

funcionaria no aceptó la recusación endilgada. Por lo anterior, 

en auto del 11 de enero de 2023, ordenó remitir el expediente 

a la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá.  

 

3. CONSIDERACIONES 
 

3.1. Tiene sentada la jurisprudencia que los impedimentos y 

recusaciones son “una herramienta jurídica de la cual el 

juzgador puede echar mano para declararse separado del 

conocimiento de determinado proceso, cuando quiera que su 

objetividad para adelantarlo con el máximo de equilibrio, se 

encuentra afectada ya sea por razones de afecto, interés, 

animadversión y amor propio." (auto de 11 de julio de 1.995; 

G.J. t. CCXXXVII, 2° sem. vol. I, pág. 83), de tal manera que 

los jueces “por su propia iniciativa puedan exteriorizar y 

someter al escrutinio de otro juez, la existencia de algún motivo 

que pueda contaminar objetivamente la imparcialidad debida, 

o que lleve al recelo o desconfianza en el destinatario de la 

función jurisdiccional". (Auto de 10 de julio de 2006, exp. 

11001020300020040072900).  

 

3.2. No obstante, ha dicho la Corte Constitucional que “con 

el fin de evitar que el impedimento se convierta en una forma 

de evadir el ejercicio de la tarea esencial del juez, y en una 

limitación excesiva al derecho fundamental al acceso a la 

administración de justicia (Artículo 228, C.P.), jurisprudencia 

coincidente y consolidada de los órganos de cierre de cada 

jurisdicción, ha determinado que los impedimentos tienen un 



 
 
 

000 2023 00094 00  Página 3 de 6 

 

carácter taxativo y que su interpretación debe efectuarse de 

forma restringida”1.  

 

Desde esta perspectiva, sólo pueden admitirse las 

recusaciones e impedimentos que, amén de encontrarse 

motivados, estructuren una de las causales específicamente 

previstas en la ley. Lo anterior, teniendo en cuenta que “estas 

causales, por generar que los jueces naturales se separen del 

conocimiento de los asuntos a su cargo, son excepcionales, y, 

por ende, han de aplicarse e interpretarse de modo 

restrictivo…sin extenderse a situaciones diversas a las 

tipificadas ni admitir analogía legis o iuris”. (CSJ, AC1424-

2016, reiterada en AC-5615-2022) 

 

3.3. Por su parte, al interior del artículo 141 del Código 

General del Proceso se establecen una serie de causales 

taxativas de recusación y de impedimento, específicamente el 

numeral primero prevé el hecho de “tener el juez, su cónyuge, 

compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, 

interés directo o indirecto en el proceso”; y, el numeral noveno 

consagra el hecho de “existir enemistad grave o amistad íntima 

entre el juez y alguna de las partes, su representante o 

apoderado”.  

 

3.4. Descendiendo al caso bajo estudio, se advierte que la 

recusación formulada por el señor Ramón Reyes Torres en 

contra de Nini Johanna Castañeda Quintero, se fundamentó en 

                                                           
1 Auto 039 de 2010 



 
 
 

000 2023 00094 00  Página 4 de 6 

 

que la funcionaria “actuó estando el proceso suspendido a 

pesar de que su deber como funcionaria es cumplir con la ley y 

respetarla (…)”, lo cual a su juicio, demuestra “una actitud 

enemistosa (…) con toda la comunidad campesina y de amistad 

con la sociedad concursada” (SIC). 

 

3.5. Bajo esta óptica, bien pronto se advierte que los hechos 

invocados en la recusación no se subsumen en las causales de 

la norma invocada.  

 

En efecto, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia, en 

relación con la causal primera del artículo 141 del Código 

General del Proceso, que:  

 

“El "interés en el proceso", debe entenderse como aquella 
expectativa manifiesta por la posible utilidad o menoscabo, no sólo 

de índole patrimonial, sino también intelectual o moral, que la 
solución del asunto en una forma determinada acarrearía al 

funcionario judicial o a sus parientes cercanos, y que, por aparecer 
respaldada en serios elementos de juicio, compromete la 

ponderación e imparcialidad del juzgador, tornando 

imperiosa su separación del conocimiento del proceso. 

Por lo anterior, el interés que causa el impedimento tiene que 

ser real, existir verdaderamente. No basta la afirmación que 
haga un magistrado a su arbitrio, pues de aceptarse ese proceder, 

la posibilidad de apartarse del conocimiento de un caso quedaría 

sometida solamente a la voluntad del juez o magistrado. 

Por lo tanto, se trata de establecer "si la intervención del juez 

recusado o impedido en el caso concreto implicaría la obtención de 
un provecho, utilidad o ganancia, para si, para su cónyuge o 

compañero permanente, o para sus parientes; o si el Juez, su 
cónyuge o compañero permanente, o alguno de sus parientes en el 

rango que establece la ley, profesa un sentimiento respecto de 
alguno de los sujetos procesales, con suficiente intensidad para 

hacerle inclinar su ánimo, o si existe un interés creado por otro tipo 
de circunstancias que permita vislumbrar la ausencia de 

ecuanimidad",  (Negrilla fuera de texto) (CSJ AP 13 jul. 2005, rad. 

23903; CSJ AP 10 ag. 2005, rad. 23968, CSJ ATP 29 ag. 2013, rad. 

68461 y CSJ ATL, 15 abr. 2020, rad. 88057). 
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Por su parte, respecto de la causal novena ibidem, la 

Corporación Civil ha precisado que, “la enemistad grave o la 

amistad intima...hace referencia a relaciones graves o 

íntimas entre el juez que funge como director del 

proceso y las partes del mismo, su representante o su 

apoderado, únicos ellos que ponen en tela de juicio su 

neutralidad y el derecho de los justiciables a que sus diferencias 

se compongan de manera imparcial, objetiva y autónoma (...)”. 

(Negrilla fuera de texto) (CSJ, Auto 04 de junio de 2013) 

 

Bajo este horizonte, se colige sin grado de dificultad que las 

apreciaciones del señor Ramón Reyes Torres, respecto de la 

funcionaria Nini Johanna Castañeda Quintero, constituyen 

meras afirmaciones que no fueron respaldadas en serios 

elementos de juicio que permitiesen estructurar las causales 

endilgadas.  

 

Por el contrario, advierte la Sala que los argumentos de 

Ramón Reyes Torres son aseveraciones que permiten entrever 

su inconformidad con algunas de las actuaciones procesales 

desplegadas por la funcionaria Nini Johanna Castañeda 

Quintero al interior del proceso concursal, lo cual, a todas luces, 

se distancia de configurar las causales de recusación alegadas 

y que deben ser alegadas a través de los mecanismos 

procesales dispuestos para ello. 

 

3.6. Se concluye que las causales invocadas no se 

encuentran configuradas, por lo que se declarará infundada la 

recusación planteada. 
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4. DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá D.C. – Sala Civil, 

 

5. RESUELVE 

 

      

      PRIMERO: DECLARAR infundada la recusación planteada 

por Ramón Reyes Torres, en contra de la Directora del Grupo 

de Acuerdos de Insolvencia en Ejecución de la 

Superintendencia de Sociedades. 

       

      SEGUNDO: REMITASE de manera inmediata, esta 

actuación al despacho de origen, para que continúe con el 

conocimiento del asunto 

 

      TERCERO. COMUNÍQUESE la presente decisión a la 

autoridad judicial cuestionada y al recusante. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

KATHERINE ANDREA ROLONG ARIAS 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA MIXTA  

 

Bogotá D. C., seis (06) de febrero de dos mil 

veintitrés (2023). 

 

 

 

 

    REF: CONFLICTO DE COMPETENCIA ENTRE 

LOS JUZGADOS 54 CIVIL MUNICIPAL y 2° CIVIL DE ORALIDAD DEL  

CIRCUITO ambos de Bogotá. Exp. 2023-00114-00 

 

 

 

 

 Proveniente del Juzgado 2° Civil de Oralidad del 

Circuito de Bogotá arribó el proceso de la referencia a efecto de dirimirse el 

conflicto negativo de competencia que plantea ese despacho frente al Juzgado 

54 Civil Municipal de la misma ciudad, con ocasión de la demanda incoada 

por el Banco Agrario de Colombia S.A. contra Rodrigo Echeverry Arias.  

 

    Empero, de lo reglado por el inciso 3º del artículo 

139 del C.G.P., es evidente que no son posibles los conflictos de competencia 

entre inferior y superior jerárquico al interior de esta especialidad, por tanto, 

resulta improcedente que la figura procesal pueda darse entre las autoridades 

judiciales ya relacionadas. 

 

Por manera que no era del caso, por ser contrario al 

ordenamiento jurídico procedimental que el Juzgado 2° Civil de Oralidad del 

Circuito de esta ciudad decidiera enviar el expediente a esta Superioridad para 

resolver ese conflicto suscitado, desconociendo así que por su categoría debía 

remitir el expediente al Juez municipal atrás referido.  

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha 

señalado que: “no cabe alegarse competencia afirmativa ni negativa entre la 

Corte y un Tribunal, ni entre un Juez y otro que esté directamente subordinado, 

porque sería destruir el concepto de jerarquía, tan esencial para la 

organización judicial, como para la recta administración de justicia…” 

 

"Se faltaría a la hermenéutica jurídica si pudiera 

admitirse que la jurisprudencia del superior pudiera ser rechazada en gracia 

de interpretación dada a la ley por el inferior. Por este camino se llegaría a la 

anarquía y se perdería el concepto de autoridad fijado por la misma ley, sobre 
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cuya base esencial está el mentado Poder Judicial, presentándose, como 

consecuencia, injustos casos de denegación de justicia"1. 

 

Así las cosas, se dispondrá remitir el expediente al 

Juzgado 54 Civil del Circuito de Bogotá para que, a la mayor brevedad, adopte 

las decisiones necesarias para la continuación del trámite.  

 

Por lo expuesto, el Magistrado Sustanciador del 

Tribunal Superior de Bogotá – Sala Civil,  

 

RESUELVE: 

 

1.- Por Secretaría remítase el expediente al Juzgado 

54 Civil del Circuito de esta ciudad para que atienda lo expuesto en la parte 

motiva de este proveído.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
 

 
1 Sala de Negocios Generales, auto de 7 de febrero de 1939;  reiterado por la Sala de Casación Civil en auto de 
7 de septiembre de 2009, Exp. T. No. 66001 22 13 000 2009 00021 01. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SALA  CIVIL 
 

 
Radicación: 110012203000-2022-01628-00 

Demandante: Andrés López Pesca 

Demandado: Gloria Teresa López Melo y otros  

Proceso:  Revisión 

 

Bogotá, D. C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Vistos los escritos que anteceden, se dispone:  

 

1. Por secretaría se informe de manera pormenorizada el trámite 

adelantado respecto de todas las órdenes dictadas en auto de 31 de octubre 

de 2022, concernientes a:  (i) la notificación del auto admisorio de “todas 

las personas, naturales o jurídicas, que fueron parte en el proceso de 

pertenencia cuestionado, incluidos los herederos y personas 

indeterminadas, respecto de quienes debe 1ordenarse su comparecencia a 

las presentes diligencias”;  (ii) el conteo del término de cinco días de la 

traslado demanda de revisión a quienes fueron parte en el proceso de 

pertenencia;  (iii) el emplazamiento conjunto “de los herederos 

indeterminados de Andrés Pesca, Carmen Guevara de Pesca y María 

Teresa Isabel Pesca Guevara y personas indeterminadas”;  (iv) 

comunicaciones sobre la existencia del recurso de revisión a la 

Superintendencia de Notariado y Registro, Agencia Nacional de Tierras, 

Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a 

Víctimas y Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital de 

Bogotá;  (v) el requerimiento a la parte recurrente sobre los correos 

electrónicos de todas las partes y el cumplimiento de las previsiones del 

art. 8 de la ley 2213 de 2022 y las demás cargas pertinentes para la 

integración del contradictorio; (vi) la inscripción de la demanda de 

revisión “en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble involucrado 

en este asunto” (pdf 27). 

 

2. Desglósese el memorial visto en el folio 2 del pdf 21 y entréguese a 

quien lo presentó, por cuanto su contenido concierne a la ampliación de 
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una medida cautelar de un proceso ejecutivo que en nada se relaciona con 

el trámite de este recurso de revisión (art. 116 del CGP). 

 

3. Se advierte a la demandada Elvira López Pesca, quien actúa a 

nombre propio, que carece del derecho de postulación porque no ha 

demostrado la calidad de abogada inscrita, situación que impide tramitar 

el memorial que presentó (pdf 20), pues conforme al art. 73 del Código 

General del Proceso deberá actuar por conducto de abogado legalmente 

autorizado, norma que guarda concordancia con los artículos 22 y 

siguientes del decreto 196 de 1971, cuyo precepto 25 dispone que “nadie 

podrá litigar en causa propia o ajena si no es abogado inscrito”, salvo 

unas excepciones que no conciernen a este asunto.  

 

4. Reconócese a la abogada Diana Catalina Díaz Muñoz como 

apoderada de Humberto López Pesca, en los términos del poder que obra 

en el pdf 19 y el folio 3 del pdf 21. 

 

5. Reconócese al abogado Fredy Alexander Villanueva Garzón como 

apoderado de Gloria Teresa López Melo, en los términos del poder que 

obra en los folios 48 a 50 del pdf 22. 

 

6. Respecto de las contestaciones al recurso de revisión presentadas por 

los citados profesionales, en nombre de Humberto López Pesca y Gloria 

Teresa López Melo (pdf 22 y 23), adviértese que el pronunciamiento 

correspondiente se realizará luego de que la secretaría informe del trámite 

y fecha de notificación del auto admisorio sobre el particular, y si fueron 

en el término legal, según informe requerido en el numeral 1º de esta 

providencia.  

 

Notifíquese y cúmplase.  

 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

1.  IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO 

 

Magistrada Ponente:  CLARA INÉS MÁRQUEZ BULLA 

Radicación:   110013103001 2010 00404 04 

Demandante:  Panel Rock Colombia S.A. 

Demandados:  USG Corporation y otras. 

Proceso:    Declarativo 

Asunto:                          Solicitud de nulidad 

 

2.  OBJETO DE LA DECISIÓN 

  

Se dirime la solicitud de invalidez planteada ante esta Sede, por el 

apoderado de la sociedad promotora, con fundamento en el numeral 5°, 

artículo 133 del Código General del Proceso, la cual estima configurada, 

en su criterio, al habérsele pretermitido la oportunidad para practicar 

pruebas en la instancia que se tramita, porque se ordenaron las 

sustentaciones de los recursos de alzada y descorrer lo pertinente, antes 

de resolver lo atiente al decreto de elementos de juicio deprecados1. 

 

3. ARGUMENTOS EXPUESTOS DURANTE EL TRASLADO 

 

El abogado de la contraparte impetró se desestimara, con soporte, en 

                                                 
1 Archivo 12Nulidad. 
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que la actuación se ajusta a la legalidad, máxime cuando se advirtió que 

respecto de la petición probatoria se proveería lo correspondiente, con 

posteridad a que se sustentaran los recursos2. 

 

4.  CONSIDERACIONES 

 

4.1. Las nulidades procesales son uno de los principales mecanismos 

que propende por la protección de las formas propias del juicio, siempre 

que afecten de modo relevante su validez, por estar concebidas de 

manera excepcional para aquellos casos en que la irregularidad no 

pueda corregirse de otra manera por no alcanzar el acto su finalidad.  

 

Constituye, en palabras de la Corte Suprema de Justicia, “…la sanción 

que produce la ineficacia de lo actuado en un proceso, cuando éste no 

se ha ceñido a las prescripciones de la ley que regula el 

procedimiento…”3. De acuerdo con consagrado con el canon 29 

superior, su razón de ser radica en asegurar la protección constitucional 

del debido proceso y el derecho de defensa, al interior de la actuación 

judicial. 

 

Los aludidos vicios procesales “…son de interpretación restringida y no 

admiten analogía. Se orientan bajo los principios de especificidad, según 

el cual aquellas no se producen si no hay norma que expresamente la 

consagre, … protección, es decir que mientras no se declare una 

nulidad, el acto se considera válido y surte plenos efectos, el de 

disponibilidad que permite su renuncia, el de lealtad procesal que obliga 

a las partes a reclamarla inmediatamente la hayan observado, el de 

preclusión porque si la parte interesada no alega el vicio en su momento, 

pierde la oportunidad de hacerlo y el de trascendencia, referido a la 

necesidad de que la irregularidad reclamada para que opere debe 

causar un perjuicio a la parte que la alega…”4. 

                                                 
2 Archivo 14DescorreNulidad. 
3 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 30 de junio de 2006, 
expediente 2003 00026 01. 
4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 28 de septiembre de 2020, 
expediente 11001-31-03-037-2011-00218-01. Magistrado Ponente doctor Octavio Augusto 
Tejeiro Duque. 
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4.2. Tratándose del motivo de invalidez a que se refiere a la omisión de 

las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, se suscita 

“…en los casos de haberse cercenado los estadios procesales 

legalmente previstos para tales efectos… (CSJ SC 011-2006)…”5. 

 

Ha dicho la Alta Corporación Civil, desde antaño, que para que la 

omisión del término de pruebas engendre nulidad,   

 

“…debe implicar un evidente cercenamiento del derecho esencial que 

asiste a las partes para pedir pruebas y para que le sean decretadas y 

practicadas, con notorio desconocimiento del derecho de defensa´ (G.J. 

CLXV pág. 70)…6. 

 

Sin embargo, nada de lo acabado de esgrimir tiene cabida en el 

supuesto analizado, toda vez que por el hecho de haberse advertido en 

el decurso de esta instancia, que respecto de los instrumentos de 

convicción impetrados se resolvería después de presentadas las 

sustentaciones de las apelaciones y las manifestaciones pertinentes,  es 

obvio que con ello no está pretermitiendo la ocasión para solicitar la 

prueba, para decretarla o practicarla, porque justamente lo indicado, es 

que la etapa para dirimir lo concerniente a la acogida o no de tal 

pedimento, efectuado en oportunidad legal, se hizo a continuación de las 

alegaciones, sin que con ello transgrediera prerrogativa de rango 

supralegal alguno, si en cuenta se tiene que la fase concerniente a tales 

propósitos se evacua antes de adoptar la determinación de fondo sobre 

el asunto. 

 

Dicho en otras palabras, en manera alguna se margina la fase probatoria 

en segundo grado, cuando la misma se adelanta en seguida que los 

recurrentes desarrollen sus inconformidades, pues lo realmente 

                                                 
5 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC2542 de 9 de marzo de 
2015, expediente 76001-31-10-004-2006-00277-01. Magistrado Ponente Doctor Jesús Vall de 
Rutén Ruiz. 
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 6 de junio de 2006, 
expediente 1100131030101998-17323-01. Magistrado Ponente Doctor Silvio Fernando Trejos 
Bueno. 
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relevante es que se dirima sobre el particular, permitiendo el 

correspondiente ejercicio del derecho de contradicción, antes de emitir 

el veredicto que ponga fin a las dos instancias.  

 

4.3. En ese orden de ideas, se impone, entonces, desestimar la invalidez 

alegada, con la consecuente costas a quien la formuló. 

 

5. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, en SALA DE DECISIÓN CIVIL, 

 

RESUELVE: 

 

5.1. NEGAR la nulidad impetrada por el demandante en el libelo 

principal. 

  

5.2. CONDENAR en costas de este trámite a la proponente de la 

invalidez. Liquidar conforme al artículo 366 del Código General del 

Proceso. Fijar como agencias en derecho la suma de $1.000.000.oo 

 

5.3. INGRESAR el expediente a su despacho judicial para proveer lo 

pertinente, una vez cobre ejecutoria este pronunciamiento. 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

 

Firmado Por:

Clara Ines Marquez Bulla

Magistrada
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A efectos de proveer acerca de la petición probatoria elevada por el 

apoderado judicial de la sociedad actora1, cumple precisar: 

 

1. La habilitación reconocida por el Legislador para la práctica de 

pruebas en segunda instancia, -artículo 327 del Código General del 

Proceso-, se sujeta a las eventualidades previstas en dicha 

disposición, es decir, que sólo ante la concurrencia de alguna de 

aquellas se abre paso en el trámite de la apelación, comoquiera que 

por regla general estas deben solicitarse, ordenarse, y practicarse 

ante el a-quo. 

 

2. Depreca el memorialista, al amparo del numeral 2°, artículo 327 del 

Código General del Proceso, que se disponga la citación de los 

deponentes Maribel Pedraza y César Lombana, cuyos testimonios 

resultan de transcendental relevancia para que se varie el sentido de 

la decisión adoptada en primer grado, los cuales no pudieron 

recaudarse en el decurso de la primera instancia, por causas ajenas 

a su voluntad, dado que, la primera en mención, pese a que viajó 

desde Guatemala, país en donde reside, no rindió su declaración, 

debido a que el día que fue citada para ese fin, la audiencia no se 

llevó a cabo, porque estaba pendiente de dirimirse un recurso 

formulado frente al auto que decretó pruebas, por lo que se 

reprogramó tal diligencia para el 3 de octubre de 2012, oportunidad 

en que tampoco se evacuó. Tal cual ocurrió cuando se le citó para 

tomar la declaración en el extranjero, en virtud del exhorto librado y 

                                                 
1 Archivo06SolicitudPruebas. 
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diligenciado con el aludido propósito. Sin embargo, las anteriores 

vicisitudes, en la actualidad es posible escuchar la versión de la 

declarante por medio virtual. 

 

Por su parte, César Lombana no se escuchó, aun cuando su 

convocatoria se efectuó en debida forma. Agregó que, en todo caso, 

el Juez tiene el deber legal oficioso de decretar actuaciones en 

procura de hallar la verdad2. 

 

3.  El diligenciamiento registra que, mediante pronunciamiento del 7 

de mayo de 2012, el Funcionario Cognoscente dispuso la apertura a 

pruebas y decretó, entre otras, las evocadas declaraciones. Fijó las 

10:00 a.m. del 12 de junio siguiente, para recaudar la de Maribel 

Pedraza, y el día posterior, a las 2:30 p.m. para llevar a cabo la de 

César Lombana3. 

 

En las referidas fechas no se practicaron, sin que obre constancia en 

el expediente del motivo por el cual acaeció así. No obstante, se volvió 

a citar a la señora Pedraza para las 8:30 a.m. del 2 de octubre 

postrero y al señor Lombana, para las 8:30 a.m. del día 4 del mismo 

mes y año4. Esta última no se pudo materializar ante la 

incomparecencia del convocado5. 

 

En cuanto al testimonio de Maribel Pedraza, el 25 de septiembre de 

2012, el abogado de la demandante solicitó que se librara exhorto 

para recepcionarlo en la República de Guatemala6, emitido fue 

devuelto sin tramitar, debido a que la referida declarante no habita en 

el lugar indicado7. La respuesta del Consulado de Colombia que 

respalda lo antes enunciado, se agregó al expediente, sin que la parte 

                                                 
2 Archivo 06SolicitudPruebas. 
3 Folios 158 a 162 del archivo 01Cuaderno1TomoII. 
4 Folios 293 y 294 ibídem. 
5 Folio 231 del archivo 01Cuaderno1TomoIII 
6 Folio 5 ibídem. 
7 Folios 12 al 17 del archivo01Cuaderno12Despacho. 
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actora efectuara manifestación alguna8. 

 

Así las cosas, se advierte que la parte interesa en la práctica de las 

memoradas probanzas no insistió en su recaudo; por el contrario, 

pendientes su evacuación, de manera enfática, el litigante en dos 

oportunidades, deprecó que se corriera traslado para presentar sus 

alegatos conclusivos9, por encontrarse vencido el período probatorio. 

Aunado, acogida esta petición, no cuestionó que no se cristalizara el 

recaudo de las declaraciones reseñadas10. 

  

De lo expuesto, concluye el Despacho que, aunque las pruebas 

extrañadas efectivamente fueron decretadas, no se logró su recaudo, 

sin que sea admisible colegir que en tal situación no incidió el 

comportamiento de quien las impetró, para que así resulte viable su 

decreto en esta instancia.  

 

Ahora, en lo atañedero al argumento de la censura relativo a la 

oficiosidad del decreto de los instrumentos de convicción, cumple 

precisar que la Corte Suprema de Justicia ha establecido “… la 

importancia del poder-deber que asiste a los Jueces de instancia para 

decretar[las]…  conforme a los artículos 180 y 361 del C. de P. C., 

pues en uso de esa prerrogativa de dirección del proceso, derivada 

de los numerales 1º y 4º del artículo 37 ibídem, es deseable y posible, 

en ocasiones imperativa, la pesquisa y hallazgo de elementos de 

juicio que ilustren el criterio del juez y le permitan decidir desde el 

saber y no mediante la mecánica aplicación de las cargas 

probatorias… Sin que pueda considerarse que la facultad estudiada 

encuentre límite por la existencia de medios de prueba semejantes en 

la actuación procesal, pues el fundamento de la norma en estudio, es 

precisamente la insuficiencia que otorgan las pruebas ya recolectadas 

para establecer los hechos denunciados, y la procedencia o no de las 

                                                 
8 Folio 25 ibídem. 
9 Folio 414 y 437 del archivo 01Cuaderno1TomoIVDigitalizado. 
10 Folio 440 ibídem. 
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condenas solicitadas, siendo entonces facultad exclusiva del juez 

natural establecer la carencia probatoria que se presenta en la 

actuación que a su cargo se encuentra y determinar si la misma 

amerita la aplicación de las potestades oficiosas que la ley pone 

a su alcance en materia probatoria...”11 –negrillas fuera de texto.  

 

Esta circunstancia, no obsta para que antes de emitir la decisión 

correspondiente, en caso de estimarlo prudente, en uso de las 

facultades oficiosas previstas en el artículo 169 del Estatuto General 

del Proceso, se decreten las que se consideren necesarias para 

ilustrar mejor el asunto, desde luego, siendo una potestad que recae 

única y exclusivamente en el Funcionario. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el decreto de pruebas solicitado por la parte 

actora.  

 

SEGUNDO: DISPONER que una vez cobre ejecutoria esta 

providencia regrese al despacho para lo que legalmente corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE. 

  

 

 

                                                 
11 Sentencia de tutela del 22 octubre de 2013. Expediente 2013-00189-01. Magistrado 
Ponente, doctor Ariel Salazar Ramírez. 
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Se resuelve el recurso de reposición interpuesto por el apoderado del 

extremo actor contra el proveído calendado 29 de noviembre de 2022, 

el cual ordenó correr traslado a los apelantes por el término de cinco 

(5) días para sustentar el recurso, al vencimiento de este lapso, 

conceder el mismo plazo a las partes contrarias para que pronuncien 

al respecto. Una vez cumplido ello, resolver la solicitud probatoria 

efectuada por aquel litigante1. 

 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Sostiene el togado, en lo esencial, que la decisión atacada contraria 

lo establecido en los artículos 327 del Código General del Proceso y 

14 del Decreto 806 de 2020, disposiciones que en lógica diáfana 

consagran que se debe decidir sobre la solicitud probatoria efectuada 

en segunda instancia, antes que se surta la sustentación de la 

apelación, o si es el caso, de la audiencia de alegatos; máxime 

cuando la primera de tales disposiciones impone emitir 

pronunciamiento sobre la súplica dentro de los 5 días siguientes. 

 

Adicionalmente, esgrime que no debe ser de otra forma, porque es 

apenas natural que en las alegaciones se analice lo relacionado con 

los elementos de juicio deprecados; considerar lo contrario, implicaría,  

pretermitir una etapa probatoria, lo cual comporta una nulidad 

procesal, y de otro, una afrenta al principio de economía procesal, 

pues habrían dos sustentaciones, una antes y la restante después de 

                                                 
1 Archivo 09AutoCorreTraslado. 
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la práctica de probanzas en esta instancia2. 

 

El apoderado del extremo pasivo no hizo uso de derecho de réplica. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Por sabido se tiene que el recurso de reposición busca que el mismo 

Funcionario que emitió la providencia, vuelva sobre ella para que 

analice su legalidad y en caso tal, la revoque, modifique, o adicione, 

cuando quiera que haya incurrido en error in judicando o in 

procedendo. 

 

En el caso sub-examine, de entrada, se vislumbra que la determinación 

confutada se ratificará, en razón a que se ajusta al ordenamiento 

jurídico. 

 

Ello es así, porque si se mira con detenimiento la tesitura del precepto 

que para el caso regula el trámite de la alzada, esto es, el artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, por ser la norma vigente para cuando se 

interpuso, emerge palmario que la hermenéutica de la integralidad de 

la regla en mención permite, recepcionar la sustentación de la 

opugnación, y después zanjar lo concerniente a la petición probatoria, 

efectuada en segunda instancia.  

 

En efecto, aunque el primer inciso de aquella previsión faculta a 

cualquiera de los litigantes a impetrar el decreto de probanzas ante esta 

sede, por los específicos eventos regulados en el artículo 327 del 

Código General del Proceso, e impone desatar lo correspondiente en 

un lapso de 5 días, no es dable soslayar que, a renglón seguido en el  

aparte que continúa, disciplina dos posibilidades para que se efectúe la 

sustentación del remedio vertical, bien una vez ejecutoriado el auto que 

admite el recurso, o a continuación de que cobra firmeza la providencia 

                                                 
2 Archivo 13RecursoReposición. 
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que desestima los elementos suasorios implorados. 

 

En coherencia con tal razonamiento, lo dispuesto en el pronunciamiento 

impugnado, se acompasa con las previsiones de la memorada norma, 

en tanto, en amparo de la primigenia opción regulada, según la cual es 

viable sustentar la apelación inmediatamente ejecutoriado el auto que 

admite el recurso, así se conminó a hacerlo a los opugnantes, para 

luego de ello, proveer respecto del decreto de elementos de juicio 

deprecado. 

 

Por demás, el último inciso en coherencia con los que le anteceden, 

denota la inteligencia de la norma, pues en el evento en que, acogida 

la petición probatoria, ya se hubieren manifestado los desencuentros 

frente a la sentencia de una forma amplia en esta Sede, habilita la 

presentación de unas alegaciones, en las cuales es factible debatir lo 

pertinente respecto a los medios probatorios recaudados en segundo 

grado. 

 

Ello no se considera una contravención al principio de economía 

procesal, pues, en verdad, la opción de controvertir las actuaciones, 

junto con los demás desencuentros que el apelante tenga frente a la 

resolución del a-quo, previo a la emisión del veredicto de segundo 

grado, constituye una garantía latente de las prerrogativas de defensa 

y contracción que deben imperar en respeto al debido proceso. 

 

A corolario, como todo lo dicho desestima las críticas del recurrente, 

la providencia censurada debe mantenerse incólume. 

 

Por lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

 

RESUELVE: 

 

NO REVOCAR el auto fechado 29 de noviembre de 2022. 
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Ejecutoriada esta providencia, ingrese el expediente al despacho para 

resolver lo pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE. 
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Proceso: Verbal 
Radicación N°: 11001319900120163812601 
Demandante:  S. Tous S.L. 
Demandado:  La Riviera S.A.S. 
 

 

De acuerdo con el informe secretarial que antecede, el Tribunal de Justicia de 

la Comunidad Andina emitió la interpretación prejudicial ordenada en 

providencia del 1° de febrero de 2019, razón por la cual se dispone la 

reanudación del proceso.  

 

Se pone en conocimiento de las partes la interpretación prejudicial, para los 

fines pertinentes. 

 

En firme esta providencia, ingrese el expediente al despacho para resolver lo 

que corresponda.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 
 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE BOGOTÁ D.C. 

 

 
 

SALA CIVIL 

  
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada Ponente 
 
 

Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

 

Proceso: Verbal 
Radicación N°: 11001319900120194007701 
Demandante:  Zinobe S.A.S. 
Demandado:  Compañía de Créditos Rápidos S.A.S. 
 

 

De acuerdo con el informe secretarial que antecede, el Tribunal de Justicia de 

la Comunidad Andina emitió la interpretación prejudicial ordenada en 

providencia del 27 de mayo de 2020, razón por la cual se dispone la 

reanudación del proceso. 

 

Se pone en conocimiento de las partes la interpretación prejudicial, para los 

fines pertinentes. 

 

En firme esta providencia, ingrese el expediente al despacho para resolver lo 

que corresponda.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 
 

MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
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De: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: jueves, 26 de enero de 2023 3:11 p. m.
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Fernando Medina Basantes <secretaria@tribunalandino.org>
Asunto: RV: Interpretación prejudicial, Exp. Int. No. 11001319900120194007701
 
Cordial saludo,

Se remite por competencia a OSCAR CELIS FERREIRA - SECRETARIO JUDICIAL DE LA SALA
CIVIL, cualquier inquietud sobre su proceso debe dirigirla al correo
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

Margarita Mendoza Palacio
Secretaria Administrativa de la Sala Civil
Tribunal Superior de Bogotá
(571) 423 33 90 Ext. 8352
Fax Ext.: 8350 – 8351
secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Avenida Calle 24A No. 53-28, Of. 305 C
Bogotá D.C.​
 

  

mailto:secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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De: Tribunal de Justicia CAN <secretaria@tribunalandino.org>
Enviado: jueves, 26 de enero de 2023 15:10
Para: Secretaria Sala Civil Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Interpretación prejudicial, Exp. Int. No. 11001319900120194007701
 
Doctor
Oscar Fernando Celis Ferreira
Secretario
Sala Civil
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá
República de Colombia
Presente.-

Referencia: Proceso 143-IP-2020

A tiempo de saludarle cordialmente y por instrucciones de la Dra. Karla Rodríguez Noblejas,
Secretaria General, me permito enviar en anexo el Oficio No.027-S-TJCA-2023, a través del cual
se notifica la interpretación prejudicial emitida por este Tribunal dentro del proceso de referencia.

Gentilmente solicito acusar recibo del presente correo electrónico.

Atentamente,

Alexandra Viñamagua Taday

Secretaría del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina

    
Teléfono: (+593) 23801980 Ext. 6004
E-mail: secretaria@tribunalandino.org 
               
Dirección: Av. 12 de Octubre 24-528  y calle Luis Cordero, 
Edificio World Trade Center, Torre B, piso 15, 
Quito - Ecuador
www.tribunalandino.org.ec 
--
CONFIDENTIALITY NOTICE: This email and any attachments are for the sole use of the intended recipient(s) and contain information that may

be confidential and/or legally privileged. If you have mistakenly received this email, please notify the sender by reply email and delete the message.

Any disclosure, copying, distribution or use of this communication is prohibited.

El contenido de este mensaje es confidencial y su destino es para el uso exclusivo de la persona o entidad al cual está dirigido. Se le informa que está
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estrictamente prohibido difundir, imprimir, hacer pública, copiar, distribuir, o utilizar de forma alguna esta información. Si usted recibió esta información

por error, infórmenos, por favor, a la brevedad posible, a los teléfonos señalados o a la dirección de correo electrónico que emitió este mensaje.
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República de Colombia 

Rama Judicial 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SALA  CIVIL 

 

 
Radicación: 110013199001-2019-90008-02 

Demandante: Carga Fácil S.A.S.  

Demandado: Autogermana S.A.S.  

Proceso:  Verbal 

Trámite:  Devuelve expediente 

 

Bogotá, D. C., dos (2) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Revisado este asunto, nuevamente obsérvase que no puede tramitarse el 

recurso de apelación, de examinar que el expediente está incompleto. 

 

En efecto, en el cuaderno principal se observan diecinueve subcarpetas, 

la catorceava denominada 14.- AudienciaSentencia17Septiembre2.020, 

contiene dos archivos, el primero es de audio y video denominado 15.- 

Consecutivo14Audiencia17Septiembre2.020 y el segundo es el pdf 16.- 

Consecutivo15AudienciaSentencia que contiene el acta de audiencia 

realizada el 17 de septiembre de 2020, como se observa a continuación:  

 
 

En dicha acta se advierte que en una sola diligencia concentrada se 

surtieron las etapas de las audiencias inicial, instrucción y juzgamiento, 

y fue trascrita la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia. 

 

En la certificación de 24 de enero de 2023, del Coordinador del Grupo 

de Trabajo de Secretaría de la SIC, se especificó que el expediente 

digital consta de 219 folios distribuidos en sus correspondientes 

archivos pdf, incluido un video en la subcarpeta 14, así:  

 



     República de Colombia 

                       
 Tribunal Superior de Bogotá 

     Sala Civil 

TSB - Sala Civil - Exp. 2019-90008-02         2  

 

Pues bien, examinado el referido archivo multimedia, se observa que 

consta de una hora, veintiséis minutos y cuatro segundos de grabación 

(1:26:04), desde el inicio de la audiencia hasta el cierre de la etapa 

probatoria, sin que haya registro de los alegatos de conclusión, la 

sentencia de primera instancia ni las intervenciones finales de las partes. 

 

Es más, cuando en ocasión anterior el expediente se devolvió por su 

falta de organización, se anotó que todos los archivos eran pdf, pese a 

que se anunciaba un archivo audiovisual, y ahora hay uno de esta clase, 

pero cual ya se anotó, en él no figuran los referidos actos procesales, 

que son esenciales para tramitar y decidir el recurso de apelación, sobre 

todo la sentencia y los reparos orales.  Es más de no aparecer el referido 

archivo de la sentencia y los otros actos mencionados, es deber del 

funcionario de primera instancia proceder a la reconstrucción parcial del 

expediente (art. 126 del CGP), antes remitirlo para la apelación, pues 

lógico es que debe arribar en forma completa. 

 

Por consiguiente, devuélvase la actuación al despacho de origen con el 

fin de que se proceda a remitir en forma completa el expediente 

electrónico, acorde con las normas respectivas.  Sobre todo, con los 

medios audiovisuales completos de la audiencia de alegatos y sentencia. 

 

Notifíquese y cúmplase.  

 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

 



República de Colombia 

Rama Judicial 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D.C., seis (06) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

11001-31-03-001-2022-00099-01 

 

Por encontrarse legalmente procedente, el Despacho dispone: 

 

Admitir en el efecto SUSPENSIVO, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, en contra de la SENTENCIA proferida el día 16 de 

diciembre del año 2022, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Bogotá, en el 

asunto de la referencia. 

 

Una vez cobre ejecutoria la presente decisión, contrólense los términos 

con los que cuenta la aquí apelante para sustentar la alzada formulada, conforme lo 

consagra el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022. Transcurrido dicho lapso, de la 

sustentación presentada se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco 

(5) días, a fin de que, si a bien lo tiene, se pronuncie frente a las manifestaciones 

elevadas por la impugnante.  

 

  Por Secretaría, una vez vencidos los mencionados términos, ingrese el 

expediente al Despacho, con el propósito de emitir la decisión que en derecho 

corresponda. 

 

  Las partes deberán allegar el escrito sustentatorio y su réplica, a la 

dirección de correo electrónico secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

                      NOTIFÍQUESE, 

 

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
Magistrado 

Firmado Por:



Juan Pablo Suarez Orozco

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 2d4993af0cbe77d8a85b4cff411c91256e2702c8f1b4e0c3c8341393bac953c7

Documento generado en 06/02/2023 09:34:42 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



    

 

                                                                                                                    

República de Colombia 

Rama Judicial 

  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

MAGISTRADO PONENTE    : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

RADICACION                       : 11001 31 03 001 2022 00345 01 

PROCESO                             : VERBAL  

DEMANDANTE                    : JUDITH OLMOS TRUJILLO 

DEMANDADO                      : FABIÁN HUMBERTO DÍAZ GARCÍA Y  

                                             OTRO.  

ASUNTO                              : APELACIÓN AUTO  

 

Se decide la alzada interpuesta por el extremo demandado en 

contra del proveído del veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022), 

dictado en el asunto de la referencia.   

 

ANTECEDENTES: 

 

1. El Juez a quo, mediante el auto confutado, dispuso la 

inscripción de la demanda del inmueble identificado con el folio de matrícula 

inmobiliaria N° 50C-102502, de propiedad de Fabián Humberto Díaz García.  

 

2. Descontento con tal determinación, el apoderado de Fabián 

Humberto Díaz García y Efrén Noé García Ortega formuló recurso de 

apelación, con apoyatura en que “la señora JUDITH OLMOS TRUJILLO a 

impetrado esta demanda en calidad de ASIGNATARIA del señor EFREN PALMA 

(Q.E.P.D.), es decir que la actora le ha manifestado a este despacho, que tiene 

legitimación en la causa por activa para incoar la presente acción de nulidad de 

contrato de compraventa, por tener supuestamente parentesco de consanguinidad 

con el causante EFREN PALMA. 

 

Es de carácter supremamente relevante señalar que la parte actora al 

momento de la presentación de la demanda que nos ocupa; JAMÁS aportó prueba, 

certificado y/o documento que la acreditara como hermana consanguínea del señor 

EFREN PALMA, y me refiero a esto, por cuanto la parte demandante pretende 

legitimarse por activa en esta litis, únicamente con los soportes de una demanda 
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de filiación que inició en el mes de Agosto de 2022 ante el Juzgado 26 de Familia 

del Circuito de Bogotá, lo que claramente no es una prueba idónea que la acredite 

como legitima asignataria del causante EFREN PALMA, ya que dicho proceso de 

filiación no existe sentencia debidamente ejecutoriada que acredite el parentesco 

de consanguinidad entre la parte actora y el causante ya mencionado. 

 

Por lo anterior, pretender legitimarse por activa la parte actora en el 

presente proceso con una simple radicación de demanda de filiación la cual no ha 

sido resuelta ni a favor, o en contra de esta, es plenamente ineficaz para haber 

iniciado esta acción, ya que a la luz del derecho para la fecha de presentación de la 

demanda y más aun de este recurso ordinario, la señora JUDITH OLMOS TRUJILLO 

no ha demostrado cono medio eficaz idóneo y legal que sea legítima asignataria del 

causante EFREN PALMA  y, en consecuencia carece plenamente de legitimación para 

adelantar el presente proceso”.  

   

En consecuencia, se procede a resolver el recurso vertical 

formulado, previas las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Las medidas cautelares han sido definidas como aquellos 

instrumentos legales que buscan lograr, de manera provisional, y mientras 

dura el proceso, la efectividad de un derecho que es controvertido en el 

litigio, con el fin de garantizar que la decisión a adoptar sea materialmente 

ejecutada; institución jurídico procesal que, en procesos declarativos, y 

para las presentes diligencias, encuentra su plena viabilidad en las 

disposiciones del artículo 590 del C. G. del P., cuyo tenor reza: “1. Desde 

la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez podrá decretar 

(…) a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el secuestro 

de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho real 

principal, directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en 

subsidio de otra, o sobre una universalidad de bienes”; agregándose que “[s]i 

la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a petición de este 

el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto del proceso”.  

 

2. En ese contexto, y teniendo en cuenta que la pretensión 

impugnativa apunta a cuestionar la habilitación legal de la actora para 

peticionar la medida preventiva de marras, bien pronto se anticipa la 

confirmatoria de la decisión confutada, comoquiera que dicho presupuesto 
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-contemplado en el literal c) del artículo 590 del C.G.P.-, en palabras de la 

Corte Suprema de Justicia, no puede ser exigido para la inscripción de la 

demanda consagrada en el numeral a), ibidem, por no corresponder a una 

medida innominada, cuyas características imprimen un tratamiento legal 

diferente.  

 

Así lo sostuvo el Alto Tribunal, en sentencia STC3917-2020, en 

los siguientes términos:  

 

“Ciertamente, el ordenamiento jurídico, consagra (…) un 

régimen especial para la ‘inscripción de la demanda’, previendo 

taxativamente los casos en los cuales procede, su alcance y efectos, y 

otro distinto para las cautelas innominadas, imponiendo para su decreto, 

la petición puntual del extremo interesado y un juicio minucioso del 

funcionario de conocimiento, en relación con la necesidad, efectividad y 

proporcionalidad de la medida. 

  (…) 

Las cautelas continúan siendo, como en el anterior Estatuto Adjetivo 

Civil, la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro, el embargo 

y/o el secuestro; empero, además, se establece la procedencia de las llamadas 

innominadas y las previstas para los ‘procesos de familia’ (art. 598, C.G.P.), al 

lado de algunas otras, específicamente autorizadas a lo largo del ordenamiento. 

 

Esa clasificación demuestra la existencia de una regulación 

propia para cada tipo de medida e impide concluir que para el decreto de 

la inscripción de la demanda en asuntos como el aquí debatido, se deba 

exigir el mismo examen minucioso que se requiere para la prosperidad 

de una cautela innominada, pues, de haberse querido ello por el 

legislador, por un lado, así se habría indicado en la respectiva norma (…). 

 

(…) el legislador circunscribió los requisitos para la 

inscripción de la demanda, a los señalados en las disposiciones 

transcritas; de modo que no considera necesario imponer el estudio de 

la ‘apariencia del buen derecho’ ni los demás requisitos previstos en el 

inciso tercero del literal c para la inscripción de la demanda en los temas 

o asuntos donde se admite su petición y decreto, como en los de 

responsabilidad civil. 

(…) 

De modo que atendiendo la preceptiva del artículo 590 del Código 

General del Proceso, literal c), cuando autoriza como decisión cautelar ‘(…) 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B%20NOV2020/STC3917-2020.doc
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cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección del 

derecho objeto del litigio (…)’ (subraya fuera de texto), implica entender que se 

está refiriendo a las atípicas, diferentes a las señaladas en los literales a) y b), 

las cuales sí están previstas legalmente para casos concretos; de consiguiente, 

los requisitos establecidos para el decreto de las medidas innominadas 

no pueden ser extensivos para aquéllas existentes con categorización e 

identidades propias (inscripción de la demanda, embargo y secuestro); 

amén de la clara autonomía que dimana del numeral 1 del art. 590 del C. 

G. del P, en relación con cada uno de los literales: a), b) y c). 

 

Es el literal c), el que demanda por parte del juez en el marco de su 

discrecionalidad y prudencia para el decreto y práctica de las medidas 

innominadas, tener en cuenta ‘(…) la legitimación o interés para actuar (…) la 

existencia de la amenaza o la vulneración del derecho (…) la apariencia de buen 

derecho (…), la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida (…)’.”1 

 

3. A tono con esa tesitura jurisprudencial, y al darse los 

requisitos contemplados en el numeral 1° del artículo 590 del C. G. del P., 

no hay duda que el decreto de esa cautela típica resulta viable en los juicios 

declarativos en los que se controvierte el dominio u otros derechos reales 

principales constituidos sobre un bien sujeto a registro, o en los cuales se 

formulen pretensiones cuyos efectos comporten la alteración de tales 

derechos (literal a), ya que, en el caso bajo escrutinio, la demandante  

pretende que se declare la “nulidad absoluta del contrato de compraventa 

entre el causante EFREN PALMA (Q.E.P.D.) representado por su supuesto 

mandatario Efrén Noé García, por la omisión del requisito que la ley prescribe 

para su validez, es decir, el consentimiento. Esto con el fin de que, entre 

nuevamente al patrimonio del causante en favor de sus herederos, o a quien la 

ley determine”; situación que se ajusta a las reglas adjetivas citadas y, por 

consiguiente, permite afirmar que es procedente, -en esta etapa inicial del 

juicio-, la inscripción del libelo, pues busca asegurar los derechos litigiosos 

que posiblemente puedan serle reconocidos a la actora, sin que, por el 

momento, sea viable analizar otros presupuestos.  

 

                                           
1 Negrillas propias.  
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4. Situadas de esa manera las cosas, se confirmará la 

providencia recurrida, sin imponer condena en costas, dado que no se 

acreditó su causación (artículo 365 del Código General del Proceso). 

    

En mérito de lo así expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Santafé de Bogotá, D.C., RESUELVE: 

 

PRIMERO.- CONFIRMAR la providencia de fecha y origen 

anotados. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

 

TERCERO.- Una vez cobre ejecutoria esta providencia, devolver 

el expediente digital al estrado de origen. 

 

  NOTIFÍQUESE,  

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 

Magistrado 

(01 2022 00345 01) 

Firmado Por:

Juan Pablo Suarez Orozco

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: de4b696b522eb7a64a4789b90c2b64e16a9b16920dffe980762bc367906948d7

Documento generado en 06/02/2023 12:34:53 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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Exp. 002201900317 01 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 
Rdo. 002201900317 01 

 

Se admite el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra 

la sentencia de 26 de agosto de 2022, proferida por el Juzgado 2º Civil del 

Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia.  

 

Dado el tiempo que transcurrió para que ese despacho judicial concediera la 

apelación y remitiera el expediente al Tribunal, ofíciese a la Comisión 

Seccional de Disciplina Judicial, con inclusión del link de acceso al proceso, 

para lo de su competencia. 

 

Oportunamente, retorne el proceso al Despacho. 

NOTIFÍQUESE 

Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ffa3cbf117f3acc696589c9cd27f24d17130040e843771614cdc9384683022d5

Documento generado en 06/02/2023 08:59:36 AM
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 

 

Bogotá, D.C., seis de febrero de dos mil veintitrés. 

 
Radicado: 11001 31 99 003 2021 02460 02 

 

Se rechaza la reposición interpuesta por la demandada BBVA Seguros de 

Vida S.A. contra la declaratoria de nulidad dispuesta en esta instancia (auto 

de 6 de diciembre de 2022), habida cuenta que dicho recurso no es el medio 

pertinente para impugnar la providencia mediante la cual se declara una 

nulidad procesal. 

 

En efecto, de conformidad con el artículo 331 Cgp y el numeral 6 del 

artículo 321 de ese estatuto, la determinación de marras es susceptible de 

ser cuestionada vía súplica, de donde no resulta viable la reposición. 

 

Así las cosas, en atención a la reconducción prevista en el parágrafo del 

artículo 318 C.G.P., remítase el expediente al Magistrado Óscar Fernando 

Yaya Peña para lo pertinente, máxime que el memorialista formuló 

reposición y en subsidio súplica. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Magistrado, 

 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA 
11001 3199 003 2021 02460 02 
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    Procede el Magistrado Sustanciador a resolver el 

recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido el 

29 de septiembre de 2022 pronunciado en el Juzgado Octavo Civil del Circuito 

de Bogotá, que terminó la actuación por desistimiento tácito.  

  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Mediante el proveído censurado, el juzgado 

mencionado dispuso la terminación del proceso por desistimiento tácito de 

acuerdo con lo previsto en el numeral 1° del artículo 317 del Código General 

del Proceso, amén de las demás determinaciones consecuenciales. Al efecto, en 

síntesis, señaló su titular que la parte interesada no atendió el requerimiento 

realizado mediante proveído de 11 de mayo de 2022. 

      

2.- Inconforme con lo así resuelto, el apoderado de 

la entidad accionante presentó recurso de reposición, en subsidio, el de 

apelación. Como sustento de sus inconformidades, indicó: i). Si bien se ordenó 

notificar a Amparo Aricapa Rodríguez y Yanneth Aricapa Rodríguez, el 

operador nunca puso a disposición los correos o información de contacto de 

dichas intervinientes para proceder a notificarlas; ii). La secretaria no puso en 

conocimiento esas direcciones y tampoco permitió el acceso al expediente, pues 

se indicó que se encontraba en “proceso de digitalización”; iii). Elevó recurso 

de reposición contra el auto de 11 de mayo de 2022, en el que se enfatizó el 

desconocimiento de dicha información; iv). Entre el 11 de mayo y 2 de agosto 

de 2022 no logró acceder al proceso, “como se explicó en el escrito de 

reposición del 13 de mayo de 2022, y consta posteriormente en el escrito de 

solicitud del expediente digital radicado 14 de julio de 2022, a pesar de solicitar 

varias veces dicho expediente, no se encontraba disponible y a pesar de haber 

ido al juzgado en tres ocasiones diferentes (de las cuales el juzgado nunca dejó 

constancia) allí tampoco me dejaron ver el expediente porque supuestamente 

estaba en proceso de digitalización”; v). “(…) como consta en el escrito del 14 

de julio de 2022 y la respuesta automática del juzgado en la misma fecha (los 
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cuales se adjuntan), en donde me solicitan ir al juzgado porque el expediente 

no lo tienen digitalizado; el día, 15 de julio de 2020 (aprox. Sobre las 10 a.m.) 

comparecí al juzgado (visita la cual, si bien no tengo constancia debe 

evidenciarse en las cámaras del juzgado), y allí finalmente me facilitaron el 

expediente físico donde al no encontrar ninguna información relaciona con las 

personas a las que se ordena notificar, me reuní con la señora secretaria del 

despacho y le puse en conocimiento esta situación y revisamos conjuntamente 

el expediente, sin encontrar nada; y a lo cual me manifestó que tal vez en el 

proceso de digitación habían dejado sin incorporar piezas, pero que ella 

revisaba y me informaba, cosa que no ocurrió”; vi).  Con los respectivos datos, 

el 2 de agosto de 2022 procedió a remitir las notificaciones de que trata el 

artículo 291 del Código General del Proceso, “siguiendo el procedimiento 

establecido en el art. 8 del decreto ley 806 de 2020; enviándolo a las direcciones 

electrónicas (…); tal como se puede visualizar en la siguiente captura de 

pantalla (…); vii). “Pero extrañamente, en ese interregno, mientras por 

secretaría apenas se corría traslado del recurso de acuerdo con el art. 319 (…), 

en estado de 2 de agosto de 2022 (…); por otro lado aparece auto del 21 de 

junio de 2022, mediante el cual el juzgado dice haber resuelto dicho recurso de 

reposición, negando la revocatoria deprecada, y ordenando contabilizar el 

término para surtir las notificaciones, auto que sólo fue publicado el día 9 de 

agosto de 2022, estado de 10 de agosto siguiente; y, finalmente, viii). Ha sido 

el juzgado quien con su confusión y en las actuaciones la que ha impedido 

cumplir la carga impuesta. 

    3.-  La juez a quo mantuvo la decisión, tras señalar 

que el demandante no cumplió con la carga impuesta, comoquiera que el 

expediente se encontraba en físico, “por lo que era su deber acercarse a las 

dependencias de esta sede judicial para acceder al mismo y de esta manera 

poder acreditar el cumplimiento de la carga impuesta en auto de 11 de mayo de 

2022”, en ese orden, que desde el 1° de marzo de 2022 lo tenía a disposición 

en los horarios asignados por el Consejo Superior de la Judicatura. De otro 

lado, refirió que causaba extrañeza que el profesional no obtuviera los datos de 

las convocadas, pues milita a folios 205, esto es, en el folio anterior del auto de 

11 de mayo, “lo cual se insiste pudo ser conocido desde ese mismo momento 

por el apoderado al revisar el expediente (…)”, además, “el expediente se 

encuentra foliado sin ninguna tachadura, lo cual corrobora que el memorial 

visto a folio 205 si estaba incorporado en esa página desde antes que se 

realizara el requerimiento”.  

    Finalmente, refirió que “(…) en todo caso el 

profesional aseveró que para el 2 de agosto de 2022 ya tenía conocimiento de 

las mentadas direcciones, y, aun así, omitió cumplir la carga (…) pues teniendo 

en cuenta la interposición del recurso de reposición en contra del aludido auto 

del 11 de mayo en curso y su notificación por estado, feneció el pasado 22 de 

septiembre de 2022, data para la cual el profesional permaneció silente 

respecto de este requerimiento, conllevando a la notificación que ahora 

acompaña resulte extemporánea”, es más, que “no puede excusarse el togado 

en lo acontecido con las notificaciones por estado, en la medida en que, si bien 

obedecen a un yerro involuntario, lo cierto es que, como profesional del 

derecho, debe conocer el computo de los términos, laborío que no se trunca por 

este hecho”. 
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   4.- Adicionó el profesional a sus argumentos, que: i). El 

juzgado manifestó que mediante auto de 21 de junio de 2022 le informó que el 

proceso se encontraba a disposición, “en cuanto si bien es cierto que así lo 

manifiesta el auto calendado 21 de junio, este fue imposible de ser conocido por 

parte de la actora, por cuanto el mismo solo vino a ser publicado por el juzgado 

en estado del 9 de agosto de 2022”; ii). Revisó de forma física el expediente, 

“en el cual al no encontrar información relacionada con las personas (…), me 

reuní con la señora secretaria  (…) y le puse en conocimiento esta situación y 

revisamos conjuntamente el expediente (…)”; sin embargo, la juez a quo no se 

pronunció; y, iii). “(…) como se puede constatar con las notificaciones que se 

adjuntaron con el mismo escrito de reposición, éstas se radicaron con los 

correos de las personas notificadas el día 2 de agosto de 2022, “mismo día en 

que la actora tuvo acceso o conocimiento de dichas direcciones; lo que indica 

que en ningún momento guardó silencio (…) y por el contrario se procedió con 

suma diligencia una vez se obtuvo la información (…)”. 

 

II. CONSIDERACIONES  

 

1.- Consagra el artículo 317 del Código General del 

Proceso la figura del DESISTIMIENTO TÁCITO que se aplica a los eventos y en 

la forma allí señalada, en específico estipula dos hipótesis en las que opera, la 

que se aplicó en el sub-examine, a la letra dice: 

 

“1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, 

del llamamiento en garantía, de un incidente, o de cualquier otra actuación 

promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga 

procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquélla o promovido estos, 

el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante 

providencia que se notificará por estado”.  

 

“Vencido dicho término sin que quien haya promovido 

el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez 

tendrá por desistida tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará en 

providencia en la que además impondrá condena en costas”. (Subraya el 

Despacho) 

2.- A efectos de resolver la impugnación en cuestión, 

resulta necesario dilucidar el trámite que en primera instancia se desarrolló, esto 

es, el atiente al requerimiento y finiquito del asusto. En ese orden, revisado el 

expediente, tenemos:  

 

-Mediante proveído de 11 de mayo de 2022 la juez a 

quo dispuso, entre otras, requerir a la parte actora para que a tono con lo 

dispuesto en el artículo 317 citado, en el término de 30 días procediera a la 

integración del contradictorio, notificando a las vinculadas Amparo Aricapa 

Rodríguez y Yanneth Aricapa Rodríguez (fl. 212,  Archivo 

017ContinuaciónFoliación-2012-a-250—2018-00597.pdf).  

 

-Contra la anterior determinación, el apoderado de la 

parte actora interpuso recurso de reposición, “como quiera que con dicho 

requerimiento se nos está obligando a lo imposible, toda vez que su despacho no 
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nos ha permitido conocer las actuaciones a que hace referencia en el mencionado 

auto (fl. 204, ib.). 

 

-Más adelante, concretamente, por auto de 21 de junio 

de 2022, notificado por estado de 10 de agosto de 2022, la funcionaria mantuvo 

lo decidido, a propósito de la consulta del expediente en físico, y “que por tanto 

su consulta debía adelantarse de forma presencial dentro de los horarios de 

atención al público establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura (…)”.  

 

2.1.- En este caso, escrutado el expediente y al margen 

de las actuaciones que adelantó la parte actora para acceder al mismo, lo cierto 

es, que el término para que  aquélla cumpliera con la carga impuesta por el 

juzgado mediante proveído de 11 de mayo de la pasada anualidad, sólo podía 

contabilizarse a partir del día siguiente a la notificación del auto que resolvió el 

recurso de reposición1 que aquélla propuso contra dicha determinación, en este 

caso, según constancia secretarial de 9 de agosto de ese año, el proveído que 

dilucidó la herramienta propuesta, fue notificado en estado del 10 de agosto 

siguiente, por tanto, el término de que trata el numeral 1° del canon 317 citado, 

comenzó a contabilizarse el 11 de agosto 2022 y finiquitó el 22 de septiembre de 

ese mismo año. 

 

De modo que, si el actor para el 2 de agosto ya contaba 

con las respectivas direcciones de correo electrónico de las demandadas Amparo 

Aricapa Rodríguez y Yanneth Aricapa Rodríguez, corresponde entonces 

establecer si en el término dispuesto por el legislador cumplió con la carga 

impuesta por el juzgado. En ese camino, de entrada, se advierte que no, pues el 

trámite que adelantó, visible a folios No. 233 y vuelto del cuaderno denominado 

017ContinuaciónFoliación-2012-a-250—2018-00597.pdf, no cumple los 

requisitos establecidos en los artículos 291 y 292 del Código General del Proceso 

y tampoco los parámetros contemplados en el artículo 8° del Decreto 806 de 2020, 

esto es así, básicamente, porque dichos cánones son excluyentes, por tanto, debía 

el interesado elegir si realizaba el enteramiento de acuerdo al contenido del 

Código General del Proceso o a tono con lo dispuesto en el citado decreto.  

  

Colofón de lo anterior, no se avizora el cumplimiento 

de la carga procesal impuesta al apelante, la cual era de su exclusivo resorte, de 

ahí que no pueda afirmarse categóricamente que aquélla acató el fin perseguido, 

pues memórese que de conformidad con el artículo 117 ibídem: “[l]os términos 

señalados en este código para la realización de los actos procesales de las partes 

(…) son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario”. (Subraya 

el Despacho).   

  

Por último, es de resaltar que la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de unificación STC-1191-2020, 

señaló frente a la terminación por desistimiento tácito:  

  

“(…) consiste en «la terminación anticipada de los 

litigios» a causa de que los llamados a impulsarlos no efectúan los «actos» 

necesarios para su consecución. De suerte que a través de la medida, se pretende 

expulsar de los juzgados aquellos pleitos que, en lugar de ser un mecanismo de 
                                                           
1 Ver. Art. 118 del Código General del Proceso. 
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resolución de conflictos se convierten en una «carga» para las partes y la 

«justicia»; y de esa manera: (i) Remediar la «incertidumbre» que genera para los 

«derechos de las partes» la «indeterminación de los litigios», (ii) Evitar que se 

incurra en «dilaciones», (iii) Impedir que el aparato judicial se congestione, y (iv) 

Disuadir a las partes de incurrir en prácticas dilatorias -voluntarias o no- y a 

propender porque atiendan con lealtad y buena fe el deber de colaboración con 

la administración de justicia”.  

  

3.- Sean las sucintas razones suficientes para mantener 

el auto censurado. Sin condena en costas en esta instancia al no aparecer 

causadas.    
 

 III. DECISIÓN  

  

Por lo expuesto, el Magistrado Sustanciador del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. - Sala Civil,  

  

  

RESUELVE:  

  

1.- CONFIRMAR el auto de fecha 29 de septiembre 

de 2022 pronunciado en el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Bogotá.  

 

2.- Sin condena en costas.  

  

3.- Devuélvase el expediente al Juzgado de origen 

para lo de su competencia.  

  

NOTIFÍQUESE  
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Rdo. 010202100447 01 

 

Se admite el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra 

la sentencia de 6 de septiembre de 2022, proferida por el Juzgado 10º Civil 

del Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia.  

 

Dado el tiempo que transcurrió para que ese despacho judicial concediera la 

apelación, ofíciese a la Comisión Seccional de Disciplina Judicial, con 

inclusión del link de acceso al proceso, para lo de su competencia. 

 

Oportunamente, retorne el proceso al Despacho. 

NOTIFÍQUESE 
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Marco Antonio Alvarez Gomez
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 TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
SALA CIVIL 

   
Bogotá D.C., seis (06) de febrero de dos mil veintitrés 

(2023).  
   
  
  
Ref: EJECUTIVO SINGULAR de BANCOLOMBIA S.A. 

contra CONSTRUCCIONES VÁSQUEZ YELA Y CÍA S.A.S. y ROSA FERNANDA 
BONILLA ZAMBRANO. Exp. 010-2022-00312-01.  

 
 
 

    Procede el Magistrado Sustanciador a resolver el 
recurso de apelación interpuesto por la sociedad demandada contra el auto 
proferido el 1° de noviembre de 2022 en el Juzgado Décimo Civil del Circuito de 
Bogotá, por el que se decretan unas medidas cautelares. 

 
 
I. ANTECEDENTES  
  
  
1.- Mediante proveído de 1° de noviembre de la pasada 

anualidad, el juzgado a quo libró mandamiento de pago en favor de Bancolombia 
S.A. y en contra de Construcciones Vásquez Yela y Cía. S.A.S. y Rosa Bonilla 
Zambrano, adicionalmente, dispuso: “Se decretan las medidas cautelares 
solicitadas simultáneamente con la demanda. Secretaría proceda a librar los 
respectivos oficios de embargo. (…) Respecto a las medidas distinguidas con los 
números 1 a 3 de la petición, hágase la advertencia que requiere el apoderado en 
el sentido de estarse ejerciendo la acción hipotecaria, para que las respectivas 
oficinas de registro de instrumentos públicos procedan de conformidad. (…) 
Respecto de las medidas solicitadas en el numeral 9 de la petición, estas se limitan 
a la suma de dieciséis mil millones de pesos ($16.000.000.000)”.   

 
2.- Inconforme con lo así resuelto, el apoderado de la 

persona jurídica demandada interpuso recurso de reposición, en subsidio, el de 
apelación. Como sustento de esas herramientas, indicó que previo a la ejecutoria 
del auto acá censurado y con fundamento en el artículo 602 del Código General 
del Proceso, “se sirva señalar el valor de la caución a efectos de impedir el decreto 
de las medidas cautelares”. De otro lado, adujo: “(…) mi poderdante ha 
expresado gran preocupación por las sumas de dinero que acá le están cobrando 
pues, en su sentir, las cifras no corresponden con la realidad de ahí que, se invoca 
una ejecución razonable y, justamente, lo que se pretende con este pedimento no 
es otra cosa que, permitir que se preste una caución la cual garantizará el pago 
al acreedor en el evento que esta parte resulte vencida en juicio”. 

 
3.- El funcionario de primer grado mantuvo lo decidido, 

comoquiera que, de un lado, el mandamiento de pago “corresponde de manera 
concreta al pago de una ejecución fruto de una pagarés (sic) suscrito a favor de 
Bancolombia S.A. los cuales reúnen los requisitos exigidos en el estatuto procesal 
y código del comercio, en esa medida atendiendo el mandato del artículo 422 del 
Código General del Proceso es procedente adelantar dicho cobro”.  
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Y, de otro,  frente a las medidas cautelares, consideró 
que el interesado hizo una incorrecta lectura de la norma -602 C.G. del P., “pues 
al elevar petitum de fijación de la caución esta no es meritoria para revocar el 
auto que decretó las medidas cautelares, pues; como se dijo en renglones 
anteriores éstas aseguran, garantiza la eficacia del derecho objeto de litis, pues; 
al estar en firme el proveído de cautela se tornaría procedente la fijación de la 
caución para impedir la práctica de las mismas y en su defecto  ordenarse el 
levantamiento. Ante la ausencia del auto que fije caución y de la póliza con la que 
se acredite un valor asegurado y bajo los anteriores derroteros se advierte que no 
le asiste razón al recurrente para sí mantener incólume el auto objeto de recurso 
(…)”.  

 
Finalmente, concedió el recurso de apelación en el 

efecto devolutivo, “de conformidad con el numeral 8º del artículo 321 del C.G.P. 
en concordancia con el último inciso del artículo 298 ibídem.”. 

 
 
II. CONSIDERACIONES   

   
 

1.- Sea lo primero decir que las medidas cautelares se 
identifican por “(…) su carácter inminentemente accesorio e instrumental, sólo 
busca, en la mayoría de los casos, pero no exclusivamente, asegurar el 
cumplimiento del derecho solicitado por el demandante, [en] caso de que se 
profiera decisión que acepte sus pretensiones, impedir para él más perjuicios de 
los que de por sí le ha ocasionado el demandado al constreñirlo a acudir a la 
administración de justicia”1.  

  
2.- En ese orden, el artículo 599 del Código General del 

Proceso establece frente a las medidas cautelares en procesos ejecutivos, que: 
 

“Desde la presentación de la demanda el ejecutante 
podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del ejecutado.  

  
“Cuando se ejecute por obligaciones de una persona 

fallecida, antes de liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse 
bienes del causante.  

 “El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá 
limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del 
crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que 
se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda que garanticen 
aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad.  

 
En el momento de practicar el secuestro el juez deberá 

de oficio limitarlo en la forma indicada en el inciso anterior, si el valor de los 
bienes excede ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de las facturas de 
compra, libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos de pago de 
impuesto predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se le exhiban tales 
pruebas en la diligencia.”  

 
3.- Bajo esa tesitura y descendiendo al caso bajo 

estudio, pronto se advierte que la providencia objeto de censura deberá 
confirmarse, pues como lo afirmó el juez a quo, la caución de que trata el artículo 
602 del Código General del Proceso, resulta procedente para impedir la práctica 
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o materialización de embargos y secuestros solicitados por la parte actora, 
incluso, para suplicar el levantamiento de “los practicados”. Así las cosas, la 
petición en cuestión, no impide su decreto.    

 
Conforme con lo expuesto, el argumento que sustenta la 

alzada, resulta prematuro o anticipado, máxime si como se anotó, el canon 599 
ib, establece que en los procesos como el que nos ocupa, la parte actora puede 
pedir las preventivas desde la presentación de la demanda.  

 
Sobre la temática puesta a consideración, tenemos:  
 
“Si el demandado presta caución para impedir o 

levantar embargos y secuestros. El artículo 602 del Código General del Proceso 
consagra el derecho del ejecutado de impedir o levantar embargos y secuestros, 
siempre que preste caución equivalente al valor actual de la ejecución 
incrementada en un 50 por ciento (…)”1 (El subrayado no es original). 

 
 4.- Por lo anteriormente expuesto, sin que resulte 

necesario otro tipo de consideraciones, se confirmará el auto censurado. Sin 
condena en costas al no estar causadas.   

  
  
III. DECISIÓN  
  
Por lo expuesto, el Magistrado Sustanciador del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C.,  
  
  
RESUELVE:  
   
1.- CONFIRMAR el auto apelado de fecha 1° de 

noviembre de 2022, proferido en el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Bogotá.  
 2.- Sin condena en costas.  

  
3.- Devuélvase el expediente digital, incluyendo esta 

providencia, a la entidad de origen para lo de su competencia.  
  
NOTIFÍQUESE  

  
  
 

 

 

 

 
1 BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Procesos Declarativos, Arbitrales y Ejecutivos. Octava Edición. Editorial Temis 
2017. Pág. 633. 
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Radicación: 110013103014-2020-00282-01 

Demandante: Ana Belisa Rodríguez Pulido  

Demandado: María Encarnación Martínez Moreno   

Proceso:  Verbal 

Trámite:  Apelación auto - inadmite 

 

Bogotá, D. C., dos (2) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Efectuado el examen preliminar del artículo 325 del CGP, obsérvase 

que el recurso vertical anunciado en el escrito remisorio del juzgado 14 

Civil del Circuito, que al parecer fue propuesto por alguna de las partes 

contra una supuesta providencia proferida en audiencia de 5 de mayo de 

2022, no puede admitirse. 

 

En efecto, en el oficio remisorio 055 de 6 de septiembre de 2022 del 

Juzgado 14 Civil del Circuito1, se informó la remisión del expediente 

por la apelación contra un auto proferido en dicha audiencia y que 

consta en acta del pdf 26 del cuaderno principal. 

 

La referida acta contiene los datos que identifican el proceso (nombre de 

las partes, radicación y tipo de proceso), pero en su contenido hay 

mención de actuaciones atinentes a otro litigio, en el que son 

contradictores Mauro Caro Guarnieri y William Gutiérrez (pdf 26 del 

cuad. ppal.). 

 

Además, en los archivos de video 27 y 28 del cuaderno principal, se 

observa que la demandada tuvo problemas para conectarse de modo 

virtual hasta que logró hacerlo con el mismo equipo de comunicación de 

su apoderado;  posteriormente se suscitó conversación conciliatoria y las 

partes llegaron a un principio de acuerdo que involucra la venta de la 

 

1 Oficio que por demás refirió como parte demandante Luz Edilia Quintero Galindez, cuando en realidad 

el nombre correcto es Ana Belisa Rodríguez Pulido. 
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casa tema del litigio, motivo por el que el juez suspendió el trámite y 

fijó el 13 de julio de 2022 para la continuación, sin que en ningún 

momento se hubiera dictado alguna decisión que haya sido recurrida. 

 

Por consiguiente, no se cumplen los requisitos para la concesión del 

recurso de apelación, pues no está claro cuál fue el auto apelado y las 

actuaciones que constan en el acta de 5 de mayo de 2022 no coinciden 

con el registro de los videos de la respectiva audiencia. 

 

De modo que procede declarar inadmisible la apelación remitida y 

ordenar la devolución del expediente al despacho de origen, con el fin 

de que adopte las medidas correctivas para la debida conformación del 

expediente digital y fidelidad de la información legajada, según las 

previsiones del Código General del Proceso y el “Protocolo para la 

gestión de documentos electrónicos, digitalización y conformación del 

expediente”, expedido con base en el acuerdo PCSJA20/11567 de 2020 

del Consejo Superior de la Judicatura y demás normas que lo 

complementen y adicionen. 

 

 

DECISIÓN 

  

Con base en lo expuesto, declárase inadmisible el recurso de apelación 

remitido a esta instancia y devuélvase el expediente al juzgado de 

origen. 

 

Notifíquese y cúmplase.  

 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
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MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 
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Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Proceso:  Verbal 
Radicado N°:   11001310302520170054103 
Demandante:    Feparvi S.A.S. 
Demandado:  Laura Paola Garzón Pinzón y otros 

 
 

Obedézcase y cúmplase lo resuelto por la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, en providencia dictada el 27 de abril de 2022, por la 

cual dispuso declarar inadmisible el recurso extraordinario de casación 

interpuesto por la parte demandante.   

 

Se fijan dentro del asunto de la referencia como agencias en derecho de 
esta instancia, la suma de $2’000.000, a cargo del apelante.  
  
En firme esta decisión, por Secretaría efectúese la DEVOLUCIÓN del 
expediente al Juzgado de origen dejando las respectivas constancias.  
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 

 

Firmado Por:



Martha Isabel Garcia Serrano

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 009 Civil
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Radicación: 110013103007-2019-00356-Ol

Demandante: Adriana Ayerbe del Río y otro

Demandado: Claudia Patricia Moreno Rodríguez y otro

Proceso: Ejecutivo

Bogotá, D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023).

Deniégase por improcedente la solicitud de aclaración presentada por la

parte demandante, frente al auto de 17 de enero anterior, toda vez que el

mismo es de "cúmplase", por contener una orden al secretario, de tal manera

que según el art. 299 del CGP no debía ser notificado y si esto se hizo fue

un error secretarial.

Por otro lado, visto el escrito de dicha parte, que se agregó al expediente, de

todas maneras tampoco es procedente la aclaración, porque si el funcionario

consideró apropiado tramitar la petición de ella, como reposición, es una

decisión del resorte autónomo del Tribunal, con base en las normas que se

invocaron, para resolver lo que consideró una inconformidad frente a una

decisión anterior y así ha de cumplirse.

Notifíquese

JOSE ALFONSO ISA A AVILA
MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE Bo OTÁ, SALA CIVIL
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Radicación: 110013103007-2019-00356-01

Demandante: Adriana Ayerbe del Río y otro

Demandado: Claudia Patricia Moreno Rodríguez y otro

Proceso: Ejecutivo

Bogotá, D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede (pdf 13 del cuad. ppal.),

requiérese al Secretario para que acate las órdenes que se le imparten,

debido a que la providencia de 17 de enero de 2023 es un auto de

"cúmplase", que por imperativo debe ser cumplido directamente por

Secretaría y no tenía por qué ser notificado a las partes (art. 299 del CGP).

Infórmese de esta irregular situación a la Presidencia de la Sala para que se

tomen las medidas correctivas y de mejoramiento pertinentes de los trámites

secretariales.

Adicionalmente, teniendo en cuenta la facultad correccional del juez,

prescrita en el art. 44, numeral 3 0, del CGP, requiérese al secretario de la

Sala Civil, Oscar Fernando Celis Ferreira, para que conforme al art. 59 de la

ley 270 de 1996, presente las explicaciones que considere pertinente

suministrar en su defensa, en el término de tres (3) días, sin perjuicio del

trámite del proceso.

Cúmplase.

JOSE ALFONSO ISA AD VILA

MAGISTRADO TRIBUNAL SUP. DE BOG TA, SALA CIVIL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D.C. 
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Bogotá, D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023). 

 

MAGISTRADO PONENTE    : JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
RADICACION                       : 11001 31 03 021 2020 00291 01 
PROCESO                             : VERBAL  
DEMANDANTE                    : COMPAÑÍA DE INVERSIONES INTE- 
                                             GRALES S.A.S.  
DEMANDADO                      : JC TANGERINE ZF S.A.S. Y OTROS.  
ASUNTO                              : APELACIÓN AUTO  
 

Se decide la alzada interpuesta por el extremo demandado en 

contra del proveído del cuatro (04) de diciembre de dos mil veinte (2020), 

dictado en el asunto de la referencia.   

 

ANTECEDENTES: 
 

1. La Juez a quo, mediante el auto confutado, dispuso 

únicamente la inscripción de la demanda de los inmuebles identificados con 

los folios de matrícula inmobiliaria N° 50C-1727859; 50C-1721176; 50C-

1721314; 50N-20708991; 50N-1721314 y 50N-20708811, de propiedad de 

los aquí intimados. 

 

2. Descontento con tal determinación, el mandatario judicial de 

las demandadas Jennifer Natalia Rueda Jiménez, Tangerine SF S.A.S. y 

Omar Leonel Cruz Giraldo formuló recurso de reposición y, en subsidio 

apelación, con apoyatura en que no tiene ningún soporte legal ni probatorio 

el decreto cautelar frente a personas totalmente ajenas a la relación 

contractual celebrada entre JC Tangerine S.A.S. y Compañía de Inversiones 

Integrales, la cual es base de la presente acción indemnizatoria. Agregó que 

“(…) solamente procedería la inscripción de la demanda de los bienes de la sociedad 

JC Tangerine S.A.S., que fue la única que intervino en el contrato objeto del 

proceso, pero no así respecto de los demás demandados, porque al no haber 
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suscrito ellos dicho contrato, no se les puede demandar en acción contractual, que 

es la que al parecer se está ejerciendo (…)”.       
 

3. El despacho de primer grado desestimó el remedio horizontal, 

considerando que el petitum fue admitido en contra de las personas que lo 

dirigieron y por tanto la declaratoria de incumplimiento peticionada, junto al 

resarcimiento de perjuicios deprecados, “será objeto de debate en la debida 

oportunidad procesal (…) y no para efectos del decreto o no de las medidas 

cautelares.”  
 

Igualmente, apuntaló que la inscripción de la demanda procede 

cuando se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

contractual; de allí que no se trata de una decisión arbitraria o sin sustento 

legal, ya que tal pedimento tiene cabida desde el momento de la 

presentación de la demanda.    

   

En consecuencia, se procede a resolver el recurso vertical 

formulado, previas las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 
 

1. Las medidas cautelares han sido definidas como aquellos 

instrumentos legales que buscan lograr, de manera provisional, y mientras 

dura el proceso, la efectividad de un derecho que es controvertido en el 

litigio, con el fin de garantizar que la decisión a adoptar sea materialmente 

ejecutada; institución jurídico procesal que, en procesos declarativos, y 

para las presentes diligencias, encuentra su plena viabilidad en las 

disposiciones del artículo 590 del C. G. del P., cuyo tenor reza: “1. Desde 

la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez podrá decretar 

(…) b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de 

propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios 

provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual”; 

agregándose que “[s]i la sentencia de primera instancia es favorable al 

demandante, a petición de este el juez ordenará el embargo y secuestro de los 

bienes afectados con la inscripción de la demanda, y de los que se denuncien 

como de propiedad del demandado, en cantidad suficiente para el cumplimiento 

de aquella”.  
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2. En ese contexto, y teniendo en cuenta que la pretensión 

impugnativa apunta a cuestionar la habilitación legal del extremo 

demandante para peticionar la medida preventiva de marras, bien pronto 

se anticipa la confirmatoria de la decisión confutada, comoquiera que dicho 

presupuesto -contemplado en el literal c) del artículo 590 del C.G.P.-, en 

palabras de la Corte Suprema de Justicia, no puede ser exigido para la 

inscripción de la demanda consagrada en el numeral a), ibidem, por no 

corresponder a una medida innominada, cuyas características imprimen 

un tratamiento legal diferente.  

 

Así lo sostuvo el Alto Tribunal, en sentencia STC3917-2020, en 

los siguientes términos:  

 

“Ciertamente, el ordenamiento jurídico, consagra (…) un 

régimen especial para la ‘inscripción de la demanda’, previendo 

taxativamente los casos en los cuales procede, su alcance y efectos, y 

otro distinto para las cautelas innominadas, imponiendo para su decreto, 

la petición puntual del extremo interesado y un juicio minucioso del 

funcionario de conocimiento, en relación con la necesidad, efectividad y 

proporcionalidad de la medida. 

  (…) 
Las cautelas continúan siendo, como en el anterior Estatuto Adjetivo 

Civil, la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro, el embargo 

y/o el secuestro; empero, además, se establece la procedencia de las llamadas 

innominadas y las previstas para los ‘procesos de familia’ (art. 598, C.G.P.), al 

lado de algunas otras, específicamente autorizadas a lo largo del ordenamiento. 

 

Esa clasificación demuestra la existencia de una regulación 

propia para cada tipo de medida e impide concluir que para el decreto de 

la inscripción de la demanda en asuntos como el aquí debatido, se deba 

exigir el mismo examen minucioso que se requiere para la prosperidad 

de una cautela innominada, pues, de haberse querido ello por el 

legislador, por un lado, así se habría indicado en la respectiva norma (…). 
 

(…) el legislador circunscribió los requisitos para la 

inscripción de la demanda, a los señalados en las disposiciones 

transcritas; de modo que no considera necesario imponer el estudio de 

la ‘apariencia del buen derecho’ ni los demás requisitos previstos en el 

inciso tercero del literal c para la inscripción de la demanda en los temas 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B%20NOV2020/STC3917-2020.doc
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o asuntos donde se admite su petición y decreto, como en los de 

responsabilidad civil. 

(…) 

De modo que atendiendo la preceptiva del artículo 590 del Código 

General del Proceso, literal c), cuando autoriza como decisión cautelar ‘(…) 

cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección del 

derecho objeto del litigio (…)’ (subraya fuera de texto), implica entender que se 

está refiriendo a las atípicas, diferentes a las señaladas en los literales a) y b), 

las cuales sí están previstas legalmente para casos concretos; de consiguiente, 

los requisitos establecidos para el decreto de las medidas innominadas 

no pueden ser extensivos para aquéllas existentes con categorización e 

identidades propias (inscripción de la demanda, embargo y secuestro); 

amén de la clara autonomía que dimana del numeral 1 del art. 590 del C. 

G. del P, en relación con cada uno de los literales: a), b) y c). 
 

Es el literal c), el que demanda por parte del juez en el marco de su 

discrecionalidad y prudencia para el decreto y práctica de las medidas 

innominadas, tener en cuenta ‘(…) la legitimación o interés para actuar (…) la 

existencia de la amenaza o la vulneración del derecho (…) la apariencia de buen 

derecho (…), la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida (…)’.”1 

 

A tono con esa tesitura jurisprudencial, al darse los requisitos 

contemplados en el artículo 590 del C. G. del P., no hay duda de la 

juridicidad de las medidas ordenadas por la funcionaria a quo en contra de 

los aquí apelantes; realidad objetiva que, analizada armónicamente con el 

hecho de que varios de los supuestos factuales denunciados en el libelo 

genitor y algunas de las pretensiones incoadas atañen específicamente al 

presunto comportamiento reprochable de los aquí impugnantes frente a la 

convocante, permite colegir a esta Sala Unitaria que dicho panorama 

controversial respalda, sin más, la determinación confutada; situación que, 

de suyo, da al traste con la vocación de prosperidad del recurso vertical 

incoado por el extremo contradictor.   

 

Lo discurrido en líneas precedentes resulta suficiente para 

convalidar la indemnidad de la decisión rebatida, sin que haya lugar a 

imponer condena en costas al extremo recurrente, dado que no se acreditó 

su causación (Regla 8ª, artículo 365 del C. G. del P). 

   

                                           
1 Negrillas propias.  
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En mérito de lo así expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Santafé de Bogotá, D.C., RESUELVE: 
 

PRIMERO.- CONFIRMAR la providencia de fecha y origen 

anotados. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

 

TERCERO.- Una vez cobre ejecutoria esta providencia, devolver 

el expediente digital al estrado de origen. 

 

  NOTIFÍQUESE,  
 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO 
Magistrado 

(21 2020 00291 02) 

(2) 
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  Revisado el expediente, se advierte que el acta de reparto 

emitida para el presente trámite de apelación de auto registra el 

nombre de un Magistrado distinto a quien realmente le fue asignado 

el asunto. Por lo anterior, se ORDENA a la Secretaría corregir la 

imprecisión mencionada y se efectúe la compensación 

correspondiente.   

 

  CÚMPLASE, 

 

JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO. 
Magistrado. 

(2) 
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MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada Ponente 

 
Bogotá D. C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 
Proceso: Recurso de Revisión 
Radicado N°: 11001220300020220239400 
Demandantes:  Olga Achury Rincón y otra 
Demandado:  Laura Milena Achury Bohórquez y otros 

 
 

Previo a resolver lo que corresponda, se requiere al Juzgado 75 Civil 
Municipal de Bogotá, transformado transitoriamente en Juzgado 57 de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de esta ciudad, para que en el 
término de tres (3) días, remita el proceso con radicado N° 2016-00519 
promovido por Laura Milena Achury Bohórquez contra Olga Achury Rincón y 
otros, de forma completa y debidamente organizado. Lo anterior, toda vez 
que en el enlace remitido se observa que las carpetas no tienen secuencia y 
los archivos no están organizados de forma cronológica, además, los 
archivos que se ubican en la carpeta 10 se encuentran incompletos. 
  
Cumplido lo anterior, ingrese el expediente al despacho para proveer lo que 
en derecho corresponda.   

    
CÚMPLASE, 

 

 
MARTHA ISABEL GARCÍA SERRANO 

Magistrada 
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